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RESUMEN 



La presente investigación está referida a la vigencia del problema de la pena de 

muerte como sanción aplicable por el Estado como respuesta a la comisión de actos que 

implican una infracción de su ordenamiento jurídico penal por parte de sus asociados. 

Para mejor comprensión del objeto de estudio se realiza un breve análisis en torno 

al concepto, fundamento y finalidad de la pena, lo cual, unido a los planteamientos que 

este problema han formulado algunos de los más importantes representantes de la 

doctrina penal, se constituye en presupuesto para la formulación de un concepto 

operativo de pena de muerte, el estudio de los métodos históricamente utilizados en su 

aplicación y de la relación existente entre pena de muerte, derecho a la vida y Derecho 

Penal. 

Se analizan las principales argumentaciones constitutivas de la polémica entre 

quienes los sectores doctrinales que defienden el mantenimiento y aplicación de la pena 

capital y los que sostienen su necesaria y pronta erradicación del catálogo de sanciones 

penales. 

También se examina la evolución y tratamiento que ha otorgado la legislación 

interna vigente en nuestro país durante las distintas etapas de la historia patria, así como 

los diversos instrumentos de Derecho Internacional suscritos y ratificadas por la 

República de Panamá y que en un determinado momento se erigen como obstáculos 

legales ante la eventual pretensión de restablecimiento de la pena capital en nuestro país. 

Por último se realizan algunas breves reflexiones sobre el estado actual de la pena 

de muerte en los países del mundo incluyendo, luego de las respectivas conclusiones y 

recomendaciones, un cuadro ilustrativo de tal situación. 
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The present investigation is referred te the force of the problem of the death 

penalty as applicable sanction by the State as response to the cornniission of acts that they 

implyan infraction of bis jundical penal classification on the part of bis associates. 

For betier comprehension of the object of study a brief analysis is realized arcunci 

the concept, base and purpose of a penalty, which, joined the approaches that this 

problem have formulated sorne of the most important representatives of the penal 

doctrine, is constituted in budget for the formulation of an operative concept of death 

penalty, the study of the methods historically used in its application and of the existing 

relation between among death penalty, right to the life and criminal law. 

There are analyzed the principal constitutive argumentations of the polemie 

between whom the doctrinal sectors that defend lite maintenance and application of the 

death penalty and that support its necessary and prornpt erradication of the catalogue of 

penal sanctions. 

Also there is examined the evolution and treatrnent thaI has offered the mtemal in 

force legislation in our country during the different stages of the native history, as well as 

the diverse instrurnents of International Law signed and ratified by the Republie of 

Panama and that in a certain mornent are raised as legal obstacles before the eventual 

pretension of reestablishment of the death penalty in our country. 

Finaily sorne brief reflections are realized on the current state of the death 

sentence in the countries of the world including, after the respective conclusions and 

recomrnendations, an illustrative picture of such a situation 
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INTRODUCCIÓN 



La pena do muerte, en los inicios no solo de un nuevo siglo sino de un nuevo 

milenio, subsiste como la forma de reacción penal estatal más severa y, aun cuando no 

quiera ser reconocido por sus defensores, vejatoria y humillante. 

Históricamente, la pena capital ha sido utilizada como forma de control social y 

político. Stxialmenle, ayuda a eliminar el excedente de mano de obra que, en un 

momento dado, demanda solución a sus problemas. Políticamente, mantiene a raya a los 

disidentes que se atreven a reclamar un cambio en el status quo y en la conducción de la 

nave del Estado. 

La impresión actual sobre la pena de muerte en el mundo es que esta ha ido 

retrocediendo ante la aparición de otro tipo de sanciones que, corno la pena de prisión, 

persiguen el logro de una finalidad represiva o preventiva, y por la adhesión de un gran 

de 	lados $ intrnmenio internacionales de I)orechos 11umnnes qué, abogan por 

su abolición. Un algunos Estados, la 1cg'tsiacl&Sn intnia. prcv mecainsmos que impiden la 

aplicación de la pena capital. mecanismos que son eompirnentados con la adopción de 

dichos instrumentos mtemaeionalca. 

No obstante ello, la pena de muerte subsiste y es aplicada en un gran mXrncro de 

Estados, muchos de ellos suscriptores de instrumentos internacionales de primer orden 

cono la Declaración Universal de los' Derechos Humanos, el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, la Declaración Americana de Derechos y Deberes de¡ 

Hombre y la Convención Americana de Derechos Humanos. Algunos otros Estados, a 

posar de no aplicarla, la mantienen vigente en sus respectivas legislaciones, pendiendo 

como una espada de Damocles sobre la cabeza de sus ciudadanos y dispuestos a 
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desenvainarla cuando se considere oportuno o necesario para la satisfacción y 

preservación de sus intereses, cualquiera que sea su clase. 

Existen otros Estados que, a pesar de haber abolido formalmente la pena de 

muerte, la aplican subrepticiamente a través de grupos paramilitares o de los llamados 

Escuadrones de la Muerte, que actúan impunemente ante la mirada indiferente de los 

gobiernos que, incluso, llegan a patrocinar grandes matanzas, so pretexto de erradicar 

problemas graves como las guerrillas, el terrorismo y el narcotráfico, extendiéndose a la 

eliminación de grupos sociales menos favorecidos y que se convierten en recordatorio 

cotidiano del fracaso de las "ideas progresistas" de estos gobiernos en materia social. 

Bástenos recordar los miles de niños y adolescentes indigentes que en los últimos años 

han aparecido ejecutados en las calles de Brasil y Colombia. 

No obstante su gravedad, no hemos de referirnos a esta última manifestación de la 

pena de muerte en nuestra inveStgación, por rebasar los límites que hemos determinado 

para la mismas 

Por ahora, nos dedicaremos al estudio de la pena de muerte como sanción penal 

aplicable como consecuencia de la comisión de un hecho típico, antijurídico y culpable. 

En ese sentido, hemos estructurado nuestro trabajo de investigación en tres 

capítulos 

El Capítulo 1 "Conceptos Generales sobre la Pena de Muerte", intenta dar una 

aproximación hacia sobre el concepto y la finalidad de la pella, a partir del cual se 

intentará esbozar un concepto de pena de muerte, asi como una referencia a los métodos 

utilizados para la ejecución de la sanción capital. 
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De igual manera, este capítulo permitirá una mejor comprensión de algunos de los 

más importantes argumentos utilizados en la polémica doctrinal entre abolicionistas y 

retencionistas. 

Es este, precisamente, el contenido del Capitulo II "Argumentos a favor y en 

contra de la Pena de Muerte", en el cual se abordan los planteamientos esgrimidos por 

quienes adversan la pena capital y por quienes se oponen rotundamente a ella como 

forma de sanción penal. 

En este capítulo pretendemos abordar los principales argumentos, en la medida de 

lo posible atendiendo no solo la sustentación que de dicho argumento hagan sus 

partidarios, sino también las críticas formuladas por sus opositores. 

Por último, el Capítulo Hl "La Pena de Muerte en la Legislación Panameña", 

analiza la evolución de esta forma de sanción penal en, la legislación interna, en las 

diversas etapas de la Historia panameña, desde el período prehispánico, el período de la 

colonia espaiiola, el período de nuestra unión a Colombia, hasta analizar la legislación 

constitucional y legal surgida durante la ¿poca republicana. 

Tamhkn en este capítulo se realiza un análisis de los principales instrumento 

internacionales ratificados por Panamá y que refuerzan la posición abolicionista que ha 

mantenido nuestro país desde 1917, 	hasta la fecha. 

Por último, se realiza un breve enfoque de la situación actual de la pena de 

muerte, sobre la base de las tendencias vigentes y que permiten detectar la posibilidad de 

restablecimiento de la pena de muerte, no sólo en nuestro país sino cii cualquier país que 

haya optado por la abolición de la sanción capital. 



Finalizamos la investigación destacando, a manera de conclusión, los principales 

aspectos que sobre el tema de la pena de muerte y que han sido objeto de tratamiento a lo 

largo de Ja misma. 

Para la . elaboración de esta investigación hemos utilizado un amplio catálogo 

bibliográfico que incluye trabajos monográficos y literatura sobre el tema específico de 

investigación y de Derecho Penal General, Criminología, Penología y Derechos 

Humanos, así como revistas, jurisprudencia y textos legales (nacionales y extranjeros). 
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CAPÍTULO 1 

CONCEPTOS GENERALES SOBRE LA PENA DE MUERTE 



1. 	CONSIDERACIONES SOBRE EL CONCEPTO DE PENA Y SU FINALIDAD 

A. Concepto de pena 

La pena generalmente es identificada como un mal, un castigo que se impone a 

quien infringe los preceptos penales. 

Se trata, en todo caso, de un concepto que ha sido objeto de atención por parte de 

la gran mayoría de los autores que en algún momento se han ocupado del tema de las 

consecuencias jurídicas del delito, ya que como manifiestan MAPELLI CAFFARENA y 

TERRADILLOS BASOCO, "siendo la pena un instrumento de control estatal, en la 

teoría de la pena quedan reflejadas las diferencias profundas que separan a las diversas 

concepciones sobre el poder del Estado y su modus operandi".' 

Considerada la principal consecuencia jurídica del delito, aunque no la única, ya 

que igual condición puede ser atribuida, según LANDROVE DÍAZ, a las medidas 

de seguridad, la responsabilidad civil y el pago de las costas procesales,-  la pena ha 

sido definida por CUELLO CALÓN como la "privación o restricción de bienes 

juridi.ó impuesta conforme a la lcy, por las órganos jurisdiccionales competentes al 

culpable de una infracción penal' 

Para LÓPEZ BARiA 1)E QUIROGA. el Estado establece un determinado orden 

social, cl cual defiende a través de la utilización de la amenaza penal, siendo las penas los 

MAPELLI CAFFARENA, Borla y TERRADILLOS nASOC(\ juan. LU CongteoinCiag JuiIdicas da Deito 
Tercera edición. Editonal Civitas, S.A. Madrid, 1996. p 29 

LANDROVE DIAZ, Gerardo. Las Coiiecucne,as  Juridicas dci DcJji Cttarta edición. Tecno, Madrid. 1995. p. 15, 

CtJELLO CALÓN, Evgerno: recho Penal. Parte Gcra1, Tomo 1, Bosch Casa Editonal. arceIona. 1975. p. 691- 
692, LANDR01,11 DiAZ, Gerardo. 	p. 17 
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castigos que se imponen al transgresor de las líneas maestras estatales. Señala que, 

históricamente, éstas han recaído sobre aquellos bienes jurídicos que se consideran más 

preciados por el hombre, como son la vida, la integridad física., la libertad, el status 

económico, etc.4  

De esta manera, el ius purnendi "constituye para el Estado un medio 

absolutamente necesario para imponer su voluntad a los súbditos; para hacerse 

obedecer,  y alcanzar así sus finalidades".5  

En todo caso, esta privación o restricción de bienes jurídicos, no se realiza en 

forma arbitraria o discrecional sino que tiene lugar por virtud de su previo 

establecimiento en la ley y solo en los términos que ésta prevé, razón por la cual se ha 

dicho que la pena no es sino una consecuencia directa del principio de legalidad, el cual, 

en su sentido material, "consiste en la adecuación de la pena a la ley, esto es, a la 

voluntad general manifestada por los representantes del pueblo".6  

El principio de legalidad en el ámbito de la pena, supone que la pena que sea 

impuesta al delincuente tiene que estar previamente señalada en la ley y ha de ser la que 

se ha establecido por el legislador como aplicable al delito que se trate y dentro de los 

márgenes fijados para ello,7  

Igualmente, establece este principio que la pena solo podrá imponerse por los 

órganos jurisdiccionales competentes "con estricta observancia de las leyes procesales y 

como consecuencia de un previo juicio penal",8  todo lo cual implica el respeto a una 

LÓPEZ BARiA DE QUIROGA, Jacobo. Teoría de la Pena. Akallwre. Madrid. 1991. pu. 
' ANTOLISEI, Francesco. Manual de Derecho Penal. Parte General. 7'edición. Milán. 1975. p. 554.555. 
6 MAPELLI CAFFARENA, Boca y TERRADILLOS BASOCO, Juan. Op. Cit. p. 31. 

LÓPEZ BARIA DE QUIROGA, Jacobo. Op. Cit. p. 12. 
LANDROVE DÍAZ, Gerardo Op. Cit. p. 17. 

3 



serie de garantías y derechos que asisten al individuo, según las normas constitucionales 

y legales, cuando tiene que confrontar al Estado como sujeto pasivo del ius puniendi, 

mediante un proceso penal. 

De los anteriores planteamientos doctrinales, podemos inferir que la pena es una 

consecuencia jurídica del delito consistente en la privación o restricción de bienes 

jurídicos pertenecientes a quien, mediante previo juicio penal en el cual se le han 

proporcionado todas las garantías establecidas en las leyes sustantivas y procesales, ha 

sido declarado responsable por la infracción de los lineamientos que en su ordenamiento 

jurídico ha establecido el Estado para el mantenimiento del orden social existente, 

considerando como constitutiva de dicha infracción la comisión de una acción típica, 

antijurídica y culpable. 

B. Fines de ¡apena 

Según MAPELLI CAFFARENA y TERRADILLOS BASOCO, la limitación o 

privación de derechos fundamentales que supone la imposición de una pena no puede ser 

una aflicción gratuita sino que tiene que estar orientada a la consecución de fines.9  

Significa lo anterior que la pena tiene que cumplir una determinada finalidad o 

función, perseguir en el sujeto un determinado objetivo, pues de lo contrario su 

imposición carecería de todo sentido y se podría considerar orientada por la arbitrariedad. 

Sin embargo, la determinación de cuáles son los fines que deben fundamentar la 

MAPELLI CAFFARENA. Borja y TERRADILLOS BASOCO, Juan Oe. Cit.  p. 35. 
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pena, es una cuestión sobre la cual no existe pacificidad en la doctrina, existiendo varias 

posiciones sobre el temL 

Ello es así, según afirma MORILLAS CUEVAS, "dada su trascendencia teórica 

y practica no sólo en el ámbito de la propia pena, sino en el de la totalidad de la Ciencia 

M Derecho penal",'°  toda vez que es sabida que modernamente el fundamento 

legitimador del Derecho Penal, tal como señala MUÑOZ POPE, se ha estudiado 

precisamente desde la óptica concreta de las funciones de las consecuencias penales, 

entendiendo por tales, penas y medidas de seguridad y corrección. 1  

Así, la función o finalidad perseguida por la pena se convierte en uno de los 

puntos más controvertidos, no sólo de la teoría de la pena, sino de todo el Derecho Penal, 

pudiendo ubicarse tres grupos de teorías que han intentado explicar este aspecto de la 

pena, basándose en argumentos retributivos, preventivos o en una combinación de unos y 

otros. 

1. Teorías absolutas 

Para este grupo de soluciones doctrinales, el fundamento de la pena descansa en la 

idea de retribución o compensación por el daíto causado, razón por la cual se considera 

que la pena es un fin en sí misma, un acto de justicia que se agota en e] castigo por el 

hecho que se ha cometido y que no persigue ningún otro fin. Por esta razón tan pronto se 

"MORILLAS CUEVAS, Lorenzo. Teoria de las Conseituencin Juridicas del Delito Tecnos. Madnd. 1991. p. 17. 
MUÑOZ POPI, Carlos Enrique. Introducción al Dereche,Poral.  1 edición. Ediciones Panamá Viejo PanzM, 2000 

p.32. 
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aplican satisfacen su fmalidad.12  

Se trata de un grupo de teorías que, como bien señala JAÉN VALLEJO, "centran 

su atención en el por qué de la pena, respondiendo que se impone la pena porque se ha 

cometido un delito") 

Este autor identifica, además, algunas notas o características comunes a todas las 

teorías absolutas, como son, que la pena debe ser equivalente al daño causado por el 

delito, que no debe perseguir fines útiles de prevención pues de lo contrario se lesionarla 

la dignidad humana al instrumentalizar al individuo y que debe ejecutarse siempre y en su 

totalidad para alcanzar las exigencias irrenunciables de justicia)4  

La idea de retribución es, como hemos señalado, el eje central para esta grupo de 

teorías, de forma tal que el individuo que ha sido sancionado con ella sufra y pague las 

consecuencias del acto por él cometido y que es manifiestamente contrario a lo 

establecido en el ordenamiento jurídico penal del Estado. 

A través de la pena, por tanto, se intenta satisfacer dos fines o valores absolutos: 

por un lado, un ideal abstracto de justicia, al castigar al malvado, quien recibe lo que se 

merece, y por otro, el imperio del Derecho, al restablecer el orden jurídico que ha sido 

violentado,15  argumento que ha sido fuertemente criticado por los detractores de estas 

teorías sobre la base de la amplitud de dichos fines, con lo cual se puede caer fácilmente 

MAPELLI CAFFARENA, Borja y TERRADILLOS BASOCO, Juan. Op. Cit.  p. 35; LANDROVE DlAZ, Gerardo. 
Op. Çjj p. 19; MORILLAS CUEVAS, Lorenzo Op. Cit.  p. iB; ARANGO DURLENG, Virginia. Js_Consecuencas 
Jurídicas del Delito.  Ediciones Pan" Viejo. 1998. P. 18. 

JAÉN VALLEJO, Manuel. "La función social de ¡apena". Revista de Ciençi41urfdic,  N*  3. Universidad de Las 
Palmas de Gran Canaria 1998. p. 14L 

Cfr. JAÉN VALLEJO, Manuel. Op.  Cit. p. 142. 
MORILLAS CUEVAS, Lorenzo. Op. Cit  p. 18; LANL)ROVE DÍAZ, Gerardo. On. Cit.  p. 19; JAÉN VALLEJO, 

Manuel Op. Cit. p. 141. 
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en la arbitrariedad.16  

Entre las principales teorías absolutas, pueden mencionarse la teoría de la 

retribución divina, la teoría de la retribución moral y la teoría de la retribución jurídica. 

a. Teorla de la rtdbui?iii divina 

Para esta teoría, que tuvo sus principales exponentes en los autores católicos 

tradicionales como Santo Tomás y Stahl, existe un orden divino que no debe ser 

quebrantado. 

En caso de que se dé una infracción de este orden impuesto por Dios, quienes así 

actúan se oponen al mandamiento' divino y violan su ley, y por tanto, tienen 

necesariamente que ser castigados por el mal realizado, 
17  para lograr la satisfacción por la 

ofensa inferida a la divinidad." 

La pena, para los seguidores de esta teoría, sería un medio necesario para la 

expiación del pecado cometido contra un orden de cosas que se considera perfecto por ser 

producto de la creación divina: es el castigo impuesto al pecador por atreverse a 

quebrantar lo que debía mantenerse inmutable. 

"Al respecto conviene citar el argumento de MAPELLI CAFFARENA, Boga y TERRADILLOS BASOCO, Juan, 
para quienes °. -. una retribución que preteniia, nada menos, la realización de la justicia o el restablecimiento del orden 
juridico, además de ser un proyecto demasiado ambicioso para un instrumento tan tosco corno el Derecho penal, 
supone moverse entre parámetros tan indeterminados, por ideologizados, que dejarian al intérprete (el poder) un 
amplísimo margen para manipular soluciones". Op.Cit.  p. 38. 

MORILLAS CUEVAS, Lorenzo. Op Cit.  p. 19 
ARANGO DURLING, Virginia, Qo. CII. p 18. 



b. Teoría de la retribución moral 

La teoría de la retribución moral, cuya formulación se atribuye al filósofo 

Emnianuel Kant, sostiene que la función de la pena no es la de servir de instrumento para 

la prevención del delito, sino hacer justicia. 

Se parte del hecho que el hombre es libre y que el mal de la pena es la 

consecuencia que, en justicia, debe asumir por el mal uso de Su libertad. As la pena se 

constituye en un imperativo categórico o una exigencia incondicionada (no utilitarista) de 

la justicia, valor cuya preservación exige la imposición de la pena.19  

Según MORILLAS CUEVAS, la teoría de la retribución moral sostiene que "es 

una exigencia ética que el mal se retribuya con el mal, lo mismo que el bien merece ser 

recompensado con el bien",20  de modo que se establezca lo que BOI3BIO denomina una 

correspondencia perfecta entre delito y pena.2 ' 

En consecuencia, la pena resulta necesaria para la realización del fin de ]ajusticia, 

es el -mecanismo por el cual se impone un mal a quien a su vez ha causado un mal, es 

decir, al infractor de los preceptos penales. 

Es justo entonces, desde el punto de vista ético, responder al mal (el delito) con el 

mal (la pena), para así propiciar la igualdad, que es el sustento subyacente en toda idea de 

justicia. 

JAÉN VALLEJO, Manuel. Op. Cit. p. 141-142. 
° MORiLLAS CUEVAS, Lorenzo. Op. Cit. p. 19. 

" BOBBIO, Norberto. Contra la pena de muerte. El Tiempo kJos DrCC11QS.  Traducción de Rafael de Asís Rotg. 
Editorial Sistei, Madrid 1991. p. 207, 
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e Teoría de la retrb.ei6n jurídica 

Defendida primordialmente por el filósofo alemán Hegel, para quien la pena se 

fundamentaba en un proceso dialéctico, que podía explicarse en los siguientes térniinos: 

siendo el delito la tesis o negación del Derecho y la pena la antítesis o negación del 

delito, la pena es en consecuencia la afirmación o síntesis del Derecho. 22 

Solo a través de la imposición del castigo se redime al delincuente, honrándole en 

términos hegelianos, al reconocerle como ser racional.23  Ello es así, ya que solo los seres 

racionales son susceptibles de castigo, en este caso, la pena. 

Para esta concepción, la pena se impone para la obtención del imperio del 

Derecho a través de la restauración del orden jurídico violentado por la conducta criminal 

que realiza el sujeto. Ello es así, ya que dicha conducta constituye la negación de la 

voluntad general de la colectividad por parte <le la voluntad especial del delincuente,24  

por lo que a través de la pena se eslá procurando el restablecimiento de la ley que ha sido 

quebrantada voluntariamente por ci individuo al momento que se enfrenta a la voluntad 

general que a través ella se expresa. 

2. Teorws relativas 

Los partidarios de estas teorfas conciben la pena corno un instrumento para el 

21  JAÉN VALLEJO, Manuel. Op. Cit. p.  142 
21  Ch. BOBRIO, Norbe1o, Contra la pena de muerte, hl flenino de las Djcchos. p,  21A. 
4 MAPELL1 CAFFARNA, sorja y TERRADILLOS BASOCO, Juan. Op Cit.  p. 36. 
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logro de una finalidad y corno un medio necesario para Ja subsistencia del ente social. 

Así, como destaca JAÉN VALLEJO, a diferencia de las teorías absolutas que 

responden al por qué de la pena, las teorías relativas intentan dar respuesta al para qué de 

la misma, razón por lo cual miran al futuro por Jo que "la pena se utiliza corno 

instrumento de lucha contra ci delito con el fin de evitar conductas que lesionen tos 

bienes jurídicos básicos en tos que la comunidad se sustenta y que son necesarios para su 

pervivencia."25  

Aún cuando Ja idea de prevención se remonta a la antigua Grecia, encontrándose 

indicios de ella en el pensamiento de Pitágoras, Aristóteles y Sócrates; cl or'gea 

ideológico de las teorías relativas se constituye por las teorías políticas humanitarias de 

la Ilustración, las cuales buscaban explicar científico-causalmente el comportamiente 

humano, confiando en la modificación del mismo a través de la intervención 

sóeiopcdag6ica e intentando encontrar una explieación racional. 3 los problemas de la 

vida social, alejándose de todo intento de explicaciÓn metafisica?' 

Se observa que, contrario a las teorías absolutas, las teorías relativas no persiguen 

el logro de ideales 6ticos d.c justicia ni de imperio del Derecho, sino la defensa de la 

sociedad, por lo cual se circunscriben al "fin racional de preventr el delito"27  y no a la 

retribución por ci daño causado con el delito. 

En definitiva, se trata de teorías eminentemente utilitarístas, cuyos rrrnenzos 

giran en tomo a la idea de prevención de la delincuencia. Esta prevención, se logra 

JAN VALLEJO, Manuel Op. Cit. p. 143. 
Cfr. MORILLAS CUEVAS, Loren. Op. Cí,  p. 22. 
JAÉN VALLEJO. Manuel Op. Cit. p. 144. 
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actuando sobre la colectividad o sobre la persona delincuente.28  

En consecuencia, esta prevención puede ser de dos clases: 

a. Prevención general 

Por prevención general debemos entender aquella que "consiste en conminar o 

amenazar con una pena la realización de determinadas conductas consideradas delictivas, 

orientándose hacia la generalidad de los ciudadanos."29  

Esta corriente tiene a su más destacado exponente en Feuerbach, aunque también 

fue defendida por Filangieri y Bentham, en Italia e Inglaterra, respectivamente, 30  y su 

argumento se centra fundamentalmente en el efecto intimidatorio que ejerce la pena 

frente a la sociedad. 

Según los sostenedores de esta corriente, la pena opera como una coacción 

psicológica hacia los ciudadanos, para que se abstengan de cometer conductas 

delictivas. Así, entonces, "se trata de inhibir los impulsos  delictivos de autores 

potenciales indeterminados; la amenaza de la pena" puede infundir temor a los posibles 

delincuentes y moverles a abstenerse de cometer delitos", 31 

Esta coacción o efecto intimidatorio se presenta al momento abstracto de 

tipiñcacíón o conminación IcgaL 2  

21  LANflROVE DIAZ, Oerano. pp. (. p. 19. 
' JAÉN y ALLEJO. Manuel Op. Cu p. 149 
' Cfr. MUÑOZ POPE. CrJos Ennque. Jntroducción al Derecho Penal p. 19; MAPELLI CAFFARENA, Boa y 
TERRADLLOS ES000, Juan. 	p 39 
' 3AEN VALLEJO, Manuel. Op. Ct. p. 149. 
12  MAPELLI CAFFARENA, Borja y TERRADULOS BASOCO, Juan. Qp. Çit p. 39; MORILLAS CUEVAS, 
Lotenzo. pp. Cit p. 23. 
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Además de lograr un efecto intimidatorio, otra finalidad que se puede alcanzar por 

vía de la prevención general, es la reafirmación y fortalecimiento de la moral social.33  

Esta finalidad se explica en el hecho que la ley penal comporta, además de su 

carácter sancionatorio, un juicio de desaprobación social que incide en la determinación 

del comportamiento. 34 

Así, frente a la llamada "prevención general negativa" que implica la idea de 

intimidación a Los asociados, quienes son considerados delincuentes en potencia, surge 

Ja llamada "prevención general positiva o integradora", a través de la cual se intenta 

lograr la confirmación o reafirmación de la norma que contiene la conducta que origina la 

desaprobación por parte del Derecho Penal. 

Según esta posición, "cada vez que se impone una pena, se restablece la norma, 

quebrantada por el delincuente, y los ciudadanos en general comprueban la ratificación 

de aquel orden juridicopen.aI, así como que sus expectativas sobre la imposición de una 

pena en caso de comisión de un delito se ven satisfechas"3  

De esta manera, según BARATTA lo importante en la valoración de la conducta 

delictiva y la eottespon&nte atribución de responsabilidad penal al individuo, no es la 

pmducción consciente y voluntaria de un hecho que lesiona bienes jurídicos, sino el 

grado de intolerancia funcional hacia la conducta porque no responde fielmente a Tos 

valores que se consagran en ci ordenamiento positivo,"' 

n t.ANDROVE DIAl, Ger.r& OpiL p.20, 
MORILLAS CUEVAS, Lwnzo. p 23. 
JAÉN VALLEJO, Manuel. Op, Cit. p. 154, 

' BARATTA, Aks5andro. "Inte aci6n-prevención una nueya fiándwntnwci¿n de la pena dentro de la teoría 
tma", Cuadenios de Política Crminal. N°24. 1984. p 535. 
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b. 	Prevención especial 

Según los partidarios de estas teorías, la pena tiene una finalidad de prevención 

especial que actúa sobre la persona específica del delincuente para que no vuelva a 

reincidir en el delito. 

Así pues, a diferencia de la prevención general que se dirige hacia la colectividad, 

la prevención especial incide sobre el individuo delincuente en concreto y adquiere su 

mayor significado en el momento de ejecución de la pena, 37  y no en el momento de La 

conminación legal. 

La prevención especial, entonces, está referida al sujeto que ya ha realizado una 

conducta delictiva y pretende que la pena sirva como medio para evitar la reincidencia 

38 del mismo en el delito. 

Se identifican tres tendencias, en materia de prevención especial: 

b.1 Correccionalismo 

Esta posición que surgió a los influjos de las ideas positivistas y que cuenta 

con Pedro Dorado Montero39  entre sus principales exponentes, considera que la pena 

debe lograr la corrección del delincuente y su adaptación a la vida colectiva 40  o en 

" MORILLAS CUEVAS, Lorenzo. OD Q. P. 28. 
' JAN VALLEJO, MnucL Op Cit. p. 144. 

Cfr. MAPELLI CAFFARENA, Borja y TERRADILLOS RASOCO, Juan, QpÇij. p, 39; MORILLAS CUEVAS, 
Lorenzo. OkCil.  p. 29; JAÉN VALLEJO, Mrnw1. Op. Cit p. 144. 
41  LANDROVE DIAZ, Czerrdo, ºg. 	p 20. 
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términos similares a los utilizados por MOR[LLAS CUEVAS, la pena debe corregir al 

corregible, que es lo que actualmente envuelve el concepto de "resocialización".41  

b.2.. Intimidación individual 

Para quienes se muestran partidarios de esta corriente, la finalidad preventiva 

especial se logra mediante la íntirnidación de quien todavía es intimidable a través de 

los efectos que sobre el sujeto tiene la pena iue sobre él se ejecuta, lo cual lo aparta 

de la comisión de otras conductas infractoras. 42  

b.3. inocnzación 

Según esta corriente, la pena debe perseguir la inocuización del sujeto 

delincuente, haciéndolo inofensivo frente a la sociedad cuando ya no son propensos a la 

intimidación o a la corrección. De esta manera, la sociedad queda protegida, ya sea de 

forma provisional o de forma permanente.' 

La primera forma de inocuización se logra a través del internamiento que conlleva 

la pena privativa de libertad, mientras que la segunda se logra a través de una pena 

perpetua o la muerte.45  

MORILLAS CUEVAS, Lorenzo Op. Cit p. 28-29 
LANDROVE DIAZ, Gerardo Op Cit. p. 20. 
LANOROVE J3lAZ, Gerardo. Op Cit. p. 20. 

" MORILLAS CUEVAS, Lorenzo, Op. Cit. p29 
LANOROVE DIAZ, Getaixlo. Op Cit. p 20. 
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No obstante, debe destacarse que fue el positivismo criminológico italiano, entre 

cuyos representantes más destacados se encuentran Ferri, Garófalo y Lombroso, el que 

llevó a sus extremos esta particular posición al proponer el rechazo del concepto de pena 

y su sustitución por las medidas de seguridad.46  

Los partidarios de esta escuela conciben al delincuente como un inadaptado social 

o enfermo que requiere ser sujeto, no a la aplicación de penas debido a su inexistente 

culpabilidad, sino a medidas de seguridad que hagan nula su propensión al delito. 47 

3. Teorías mixtas, de la unión o eclécticas 

Ante la disputa científico-doctrinal sostenida por los partidarios de las teorías de 

la retribución y los partidarios de las teorías de la prevención, surge un nuevo grupo de 

teorias, cuyo principal defensor es Merkel, que intenta combinar los postulados de unas y 

otras. 

Se trata de teorías que consideran que retribución, prevención general y 

prevención especial son distintos aspectos del complejo fenómeno de la pena, así pues, la 

pena es retribución porque abarca la idea de culpabilidad y por, tanto, de justicia; y es 

prevención del delito, por lo que denota un aspecto de utilidad: solo se legitima la pena si 

reúne ambos caracteres: justicia y utilidad.48  

En consecuencia, se trata de teorías que, como bien destaca AR.ANGC) 

MAPELLI CAFARBNA. Borja y TERRADILLOS BASOCO Juan. Op. Cit. p40. 
JAÉN VALLEJO, Manuel. Op. Cit, p.  145. 
JAÉN VALLEJO, Manuel. Op. Cit. p. 150. 
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D1JRLING en la doctrina panamcíta, se fundamentan en un doble criterio: por un lado el 

de la necesidad de la pena, y por otro, el de su utilidad, razón por la cual ven en ella tanto 

49 un medio como un fin. 

No obstante existe acuerdo en cuanto al punto de partida de estas teorías, no debe 

soslayarse que ha sido en el campo de la atribución de mayor o menor relevancia a los 

aspectos retributivos o preventivos de la pena, e incluso, en el ámbito de la prevención si 

se atiende primordialmente la función preventiva específica o general, en donde mayores 

problemas se han. presentado. 

Siguiendo a MORILLAS CUEVAS, podemos destacar dos direcciones hacia las 

cuales se enfocan estas teorías unificadoras: 5°  

a. Teorías eclécticas próximas a los planteamientos 
retribucionistas 

Estas teorías tienen una orientación mayoritaria hacia la idea de justicia, aun 

cuando no rechazan la idea de utilidad, no obstante supeditan ésta a aquella, 

Sus seguidores consideran que la función de protección social y de bienes 

juridics que corresponde al, Derecho Penal tiene que hasarse en la retribución justa por 

lo cual las finalidades preventivas entran a jugar un papel comp1ementario.5' 

Se trata de posiciones que ya no enfocan la retribución como una finalidad cii si 

misma sino como mecanismo a utilizarse en el combate contra la delincuencia, razón por 

49  ARANGO DURLJNG Virgrna, Op. Cit  p. 20, 
° MORILLAS CUEVAS Lorenzo. Op. Cit  p. 32-44 

51  JA EN VALLEJO, Manuel Op. Cit. p 150- 151. 

16 



la cual se puede perfectamente compatibilizar la idea de retribución con las finalidades 

preventivas. 

Entre los seguidores de esta corriente, puede mencionarse a Rodríguez Devcsa, 

Sáinz Cantero, Cuello Calón y Barbero Santos, entre otros, en Ja doctrina española y a 

Welzei, Maurach y Jescheck, en la doctrina alemana.52  

b. Teorías eclécticas cercanas a las ideas preventivas 

Este grupo de teorías, contrario a las antes reseñadas, se encuentra orientado hacia 

la idea de utilidad, más que en la función retributiva, e incluso, a partir de la finalidad 

preventiva. 

Con relación a este supuesto, referido a, la prevalencia de la prevención sobre Ja 

retribución, señala JAÉN VALLEJO qui, la fbtñbueítn te,&i•a wa función de limite 

máximo de las exigencim de ia 	vciÑi pot lo ewd se permito llegar a 

útiles que no sean 

Por otra parte, al cornnt.ar  sbrc la complejidad de la relación tiproia entre  

prevención general y prevención especial, MAPELLi CA}FARNA y TERADmLOS 

BASOCO exponen que mientras quienes defienden la orientación doctrinal de la doble 

función retributivo y preventiva del Derecho Penal, acentúan la prizera por ecnsidcrir 

que se deriva, lógica y necesariamente de la pena justa apoyada en los pnneipio 

rctribucionists; quienes se manifiestan partidarios de la prevención especial no sólo se 

Cfr. MO1JLLAS CUEVAS, Lwen'o. 	P. 32. 
" JAÉN VALLEJO, Manuel. Op. Cit p. 151 
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preocupan por la protección de bienes jurídicas, idea inherente a toda posición 

preventivista, sino que también reivindican la recuperación del delincuente. 54 

Son parfidario,s de teorías de naturaleza ecléctica, pero con tendencia hacia las 

ideas preventivas, Antón Oneca, Cerezo Mir, Schmidh.user y Roxin.55  

fl. 	CONSIDERACIONES SOBRE EL CONCEPTO DE PENA DE 11IJERTE 

A pesar de ser una de las sanciones que mayor debate ha suscitado, no sólo en el 

ámbito del Derecho Penal, sino en el de otras disciplinas científicas como la Penología, la 

Criminología, la Filosofía y los Derechos Humanos, quienes se han ocupado de su 

estudio generalmente prescinden de toda consideración sobre el concepto de pena de 

muerte. 

Lo anterior parece justificarse en la ancestral utilización de la privación de la vida 

como forma de reacción ante la comisión de conductas que se suponen infractoras de un 

determinado orden social, lo que ha motivado a la mayoría de los autores que se han 

ocupado del tema a referirse a su aplicación a lo largo de las diversos períodos que 

componen la historia del hombre y a las formas que ha asumido esta pena desde la época 

de las primeras sociedades hasta la actualidad. 

Ello es así, puesto que la historia de la pena de muerte inicia paralelamente a la 

historia de la Humanidad. La mayoría de los pueblos y civilizaciones antiguas la 

conocieron y aplicaron como sanción a las violaciones a los preceptos reguladores de la 

MAPELLI CAFFARENA, Borja y TERRADILLOS BASOCO, Juan. Op Cit.  p. 43. 
Cfr. MORILLAS CUEVAS, Lorenzo. Op. Cit  p. 33. 
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convivencia social. 

Algunos autores, sin embargo, aluden a características particulares de ka pena 

capital o de su naturaleza como consecuencia de la comisión de un delito, a partir de la 

cual se puede inferir que debe entenderse por pena de muerte o pena capital. 

Desde el punto de vista de criminológico, TIEGHI considera que la pena de 

muerte "pertenece al grupo de las sanciones capitales y consiste en la privación forzosa y 

judicial de la vida humana; ello, en la forma y por los medios regulados en las respectivas 

legislaciones que la receptan."5  

Por su parte, LANDROVE DÍAZ manifiesta que la pena de muerte es la sanción 

más grave que puede tener cabida en cualquier catálogo punitivo, al constituir "la 

privación del bien jurídico de la vida, el mas elemental y precioso de los derechos". 57  

En la doctrina penal patria, ARANGO DURLING destaca que "La pena de 

muerte es una pena corporal porque recae sobre un bien jurídico. que es la vida del 

condenado. 

Por su parte MUÑOZ POPE, aun cuando no ofrece un conceplo de pena de 

muerte, deja entrever que por tal debe entenderse el poder del Estado para suprimir la 

vida de uno de Los asociados como sanción por un hecho delictivo cometido por éste, 

En todos los planteamientos so desprende sin duda, que la pena de muerte es una 

sanción que tiene por objeto la privación de la vida de un suieto motivada por la comisión 

de una infracción a] ordenamiento penal. 

TIEOHi, Oivalde. Tratado de Cnrninologia. Segunda edición. Editorial Universidad. bueno Ant,. 1996. p. 592. 
LANDROVE DIAZ, ccrardo O. Cit p. 29. 
ARANGO L)URLLNG, Virginia. Op Cij. p 42.. 
MUÑOZ POPE., Carlos Enrique La Pena Cavital en Ceutnamrica. Ediciones Panamá Vicio, Panamá 1978. p. 33. 
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Atendiendo no solo los planteamientos esbozados por los autores antes 

mencionados, sino a los conceptos que sobre la pena se vertieran en la primera parte de 

este trabajo, podemos conceptualizar la pena de muerte corno una pena corporal 

consistente en la privación del bien jurídico de la vida que se impone a quien, luego de 

surtido los trámites de un proceso penal, haya sido declarado responsable, mediante 

sentencia judicial, de infringir los preceptos contenidos en el ordenamiento jurídico-

penal, a través de la realización de una conducta tipificada como delito por el legislador y 

cuya aplicación tiene lugar en los casos y formas previstos expresamente por éste. 

Se trata de un concepto operativo de pena de muerte, en el cual se pretende 

destacar no solo la naturaleza corporal de esta pena,, sino su carácter judicial, a fin de 

distinguirla de la llamada "pena de muerte extrajudicial", la cual consiste igualmente en 

la privación de la existencia o vida del individuo, al margen de un juicio o proceso 

judicial., y que, en, no pocas ocasiones, es ejecutada con el consentimiento expreso o 

tácito del Estado, corno mecanismo de contención de los problemas sociales, pero que 

escapa al objeto del presente trabajo. 

iii 	FORMAS DE EJECUCIÓN DE LA PENA DE MUERTE 

A lo largo de su historia como parte integrante del catálogo de sanciones penales, 

la pena de muerte ha sido aplicada de diversas formas, algunas de las cuales llegaron a 

constituir veiladerus manifestaciones de barbarie por lo espectaculares, sanguinarias y 

crueles que podía llegar a ser su aplicación, orientada más que nada a la causación de 

suplicios al condenado, 
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La lapidación, el aherrojamiento, el enterramiento, el empalamiento y la 

crucifixión, fueron algunos de los mecanismos utilizados para aplicar la pena de muerte. 

Como bien recuerda BARBERO SANTOS, como no solo se condenaba a morir, 

sino a. que la muerte se produjera de determinada manera, la modalidad que se utilizara 

dependía, en muchas ocasiones, del delito cometido. °  

Sin embargo, entre las formas de ejecución de mayor utilización en los distintos 

países en los cuales ha tenido aplicación la pena capital, sobresalen la horca y la 

guillotina, seguidas por el garrote, el fusilamiento, la silla eléctrica, fa cámara de gas, 

hasta llegar a nuestros días en que las legislaciones que consagran y aplican la pena de 

muerte, muestran una gran inclinación por la utilización de la inyección letal, 

posiblemente por la influencia de una pretendida humanización de la pena capital6' y que 

en el plano de los hechos sólo ha representado una medica1i7iión de la misma. 

Examinemos brevemente cada una de las formas de ejecución antes mencionadas: 

A. Horca 

Esta forma de ejecución consiste en colgar al condenado con una soga o cuerda 

alada en uno de sus extremos a una estructura fija, que recibe el nombre de cadalso, 

60  BARBERO SANTOS, Marino, Ja deMutç (Eiide un14fl). Ediciones Depalma Buenos Airm 1985. 
p-lll- 

Al respecto, SANDOVAL HUERTAS, Einiro, Ponolo2ía.  Reedición. Ediciones Jurídicas Gustavo Ibaiez. Bogotá. 
1996. p 195. Para este autor la llamada himanrzación" de la pena de muerte, que surge entre los siglos XVIII y XIX, 
tiene dos aspectos: por un lado, la disminución del catálogo de delitos que dan lugar a la pena capital y por otro, la 
innovación en la ejecución de dicha pena. Así, nianifiesta que «Se abandonaron los sistemas que suponían dolorosas 
manipulaciones sobre el cuerpo del condenado y, en su reemplazo, se inició rápidamente una aún no terminada 
progresión por encontrar la forma que permita matar al sentenciado lo más brevemente y con el menor sufrimiento 
posibles" 
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El otro extremo es colocado en el cuello del condenado con un nudo corrcdin', el 

cual al hacer ceder el piso de la estructura o retirar los instrumentos que sirvan de 

soporte al condenado, se aprieta por efecto del peso del sentenciado al caer, 

hasta causarle la muerte por fractura de las vértebras del cuello. 

Generalmente, se aplicaba únicamente a hombres, ya que mientras las ejecuciones 

fueron públicas se trató, en la generalidad de los casos, que no se empleara este 

procedimiento de ejecución con las mujeres. a fin de evitar la penosa contemplación en lo 

alto de una mujer. 62 

Esta forma de ejecución fue principalmente utilizada en Inglaterra, Escocia y los 

países del Cornmonwealth británico,63  y aunque ya no se utiliza con la misma asiduidad 

que en otras épocas de la historia, continúa teniendo un lugar importantísimo en el 

arsenal de formas de ejecución por parte de los paises que todavía contemplan y aplican 

la pena de mncrte. 

R Gui1Itin* 

Se trata de una forma de ejieiÓn tiiíada para la decpitatiót dl 

concenadn, eR decir, para producir la muelle a través de la separación de la cabeza 

del resto del cuerpo. 

Consistía en una cuchiiia de metal suspendida en una estructura de madara 

u otro material, colocada sobre un patíbulo, la cual al ser accionada cae sóbre, el cuello 

BARBRt) SANTOS. Manno, Pena de Miieu. (j Oeac' 1c ttrt Miufl. p 1. 
Cfr, VOLQJ PEREIRA, Carlos A1beno .J-1jl1d9  la Pena de Muerte,  1anan1j. I92. p, 19 BAIJO 

SANTOS, Marmo. I'ena de Muerte (ElOco de  un Mitoj P. 125. 
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del condenado, cortando en des el cuerpo dci mismo. 

Este procedimiento ejecutivo, considerado como uno de los más sangrientos, fue 

utilizado por primera vez en Francia el 25 de abril de 1792, como producto de la 

aceptación de la propuesta que formulara ci diputado Dr. Guillotin a la Asamblea 

,14 Constituyente en 1789. 

C. Garrote 

En esta forma de ejecución, surgida en Espafia en el Siglo XVII, consistía 

inicialmente en estrangular a los condenados contra un poste de madera clavado en el 

suelo y que tenía un orificio por el cual se hacía pasar una doble cuerda que formaba Un 

nudo corredizo. Posteriormente, se modificaría el procedimiento mediante la sustitución 

dci nudo eoriedizo por una argolla de hierro que se accionaba mediante un torniquctc. 5  

Al apretar el torniquete, 1 a argolla., una cuchilla con forma de estrella, penetraba 

en la nuca del sentenciado cortando el nervio espinal., produciendo la muerte por fractura 

de las vértebras cervicales. 

IX Fusilamiento 

Esta forma de aplicación de la pena de muerte, es utilizada generalmente en los 

Cfr. VOLOJ PEREIRA, Carlos Alberto, Qn. Ca p 5, BARBERO SANTOS, Marino.? nade Muerte. (El Ocaso d  
un Mito). p. 117.118. 

Cfr, LANDROVE DIAZ, Gerardo. On Cit.  p. 39 



casos de infracciones de naturaleza militar, realizadas en tiempo de paz o de guerra, 

aunque también se utiliza para sancionar infracciones comunes. 66 

Se lleva a cabo colocando al sentenciado con los ojos vendados y las manos 

atadas frente a un pelotón de fusilamiento que procederá a disparar al darse la orden para 

ello. 

Todas las armas se encuentran cargadas, con excepción de una que solamente se 

carga con pólvora sin proyectil "para que todos puedan hacerse la ilusión de su propia 

inocencia",, -67  y creer que no han actuado como verdugos. 

En caso de no producirse la muerte como consecuencia de la descarga de 

proyectiles, el oficial al mando del pelotón procede a dar el "tiro de gracia" al condenado, 

para así dar término a la ejecución. 

E. Silla eléctrica 

Esta modalidad ejecutiva de la pena de muerte, fue utilizada por primera vez en el 

estado norteamericano de Nueva York el 24 de junio de 1889,68 y aún mantiene cierta 

aceptación entre algunos de los estados de la unión americana que contemplan la pena 

capital entre su arsenal punitivo. 

Consiste en propinar una descarga eléctrica de alto voltaje al condenado, a quien 

se ha atado a una silla especialmente dotada de aparejos y equipos para la conducción de 

energía eléctrica y se le ha preparado previamente mediante la colocación de electrodos, 

Cfr. I3AR8ERO SANTOS, Marino. Pena de Muerte (El Ocaso de un MitO).  p. 139. 
' BARBERO SANTOS, Marino. Pena de Muerte (El Ocaso de un Mito).  p. 139. 

Cft. BARBERO SANTOS, Marino. Pena de Mjrtc (El Ocaso de un Mito). p 135. 

24 



en diversas partes de su cuerpo, incluida la cabeza. 

La muerte, se produce en muchas ocasiones, no solo a consecuencia de los efectos 

de la altísima descarga eléctrica en el cerebro y otros órganos vitales del condenado, sino 

también por efecto de las graves quemaduras que se producen en el cuerpo del mismo, 

razón por la cual puede considerarse una de las formas de ejecución más dolorosas que 

tenga lugar modernamente, 

F. Cámara de gas 

La ejecución mediante cámara de gas consiste en la causación de la muerte 

mediante sofocación por el efecto de gases tóxicos en el cuerpo del sujeto. 

Es uno de los primeros procedimientos ejecutivos medicalizados, ya que se coloca 

un estetoscopio al condenado para que un médico pueda controlar los latidos del corazón 

y saber en qué momento se ha producido la muerte. 

Se pueden presentar varias modalidades: una de ellas, consistente en cerrar 

herméticamente las puertas y mediante un panel eléctrico poner en funcionamiento el 

mecanismo de emanación del gas 69 o mediante la colocación de una cubeta con ácido en 

la parte inferior de la silla a la que posteriormente se le agrega una cápsula de cianuro. 70  

La persona cae pronto en la inconsciencia, lo que facilita la acción de los gases en 

su organismo en un corto espacio de tiempo. 

Cfr. BARBERO SANTOS, Marino. Pena de Muerte (El Ocaso de un Mito).  p.  137. 
Cfr. AMNISTÍA 1NTERNACÍONAL, J.a Pexn de Mueitv. Publicaciones Amnistía Internacional. Inglaterra. 1979. 

p 9- 
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G. inyección letal 

Es el más "moderno" método para la aplicación de la pena de muerte y 

posiblemente el más indicativo de la medicalización de esta pena' 

Consiste en la introducción, por vía intravenosa, de una dosis altísima de una 

droga, llamada "pentotal sódico", la cual paraliza las funciones vitales del condenado. 

Se considera un método rápido e indoloro, que exige corno única preparación ]a 

colocación de un tontquete en el brazo y la observación de las venas del sujeto con 

ánimo de detectar alguna anomalía que dificulte el procedimiento.71  

IV. DERECHO A LA VIDA, DERECHO PENAL Y PENA DE MUERTE 

Dcntrn dl affpjio etpootffi de dorechús tándameriudas recogidos en los 

ordenamientos  jridios Internos e 	 el derecho a la vida ocupa un lugat 

preeminefltt Tal es su íffiportahe-Ii que e Le ha llegado a considerar una cdWo sine 

qua non de todos log demás derechos que el hombre pud invocar ftentc al Estadiái  la 

sociedad y otros hcinthrs y como parte integrante del s cogéns en el Droeho 

Internacional," 

Esta valoración del deTthO a la vida pareciese atribuirlc, al menos en principio, 

un cierto carácter absoluta, intangible t ilimitado, sin que pueá admitrse excepción 

alguna. 

eft, 	8EkSNTOS, Manto, ?zI&v MoválmI 	t t,n  Mito)  . 4I. 
CSONA, 	pena de M~e dc pjcnv de Is 1rech0s Hutnanos." La Pia 4e murmn el 

LJrnbti tk4 Ter Miltinq deii. 	1. M BARRA, 	Rodtlft. L 	&ttucinl ce  
i a Vida.  Ab&d-Ptrrt. ¡Su~ Au'e. 199& p 42. 
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AsI parece admitirlo COBO DEL ROSAL para quien, no reconocer esto 

conllcvaria la producción de "lamentables y gravísimas paradojas e injustificadas 

incongruencias, marcadas todas ellas por una actitud de utilitarismo en cuya base se 

73 encuentra la de impedir, mediante inconvincente razonamiento, su plena vigencia... " 

El autor se manifiesta partidario de una concepción absoluta del derecho a la vida, 

concibiéndolo como un derecho fundamental que no puede afectarse, y que debe 

respetarse bajo todas las circunstancias y situaciones, de forma tal que a su titular se le 

pueda garantizar que el mismo le será respetado por todos y en todo momento)  sin que 

sea válido o posible oponer al mismo concepciones o posiciones de rebuscado 

pragmatismo con la oculta intención de limitarlo o destruirlo. 

En cierta forma, concluye el citado autor, el respeto hacia la vida humana no es 

más que el resultado del nivel cultural de un pueblo o civilización, ya que es 

precisamente con relación al grado de respete real que se profese hacia la persona 

humana y hacia su vida, cómo se puede medir el vado de cultura de ese pueblo, y no por 

el "áparente respeto al contenido de declaraciones formales.74  

Otros autores considcran que existo una relación entft la poiitiü que SC adopte en 

un país con relación a la pena de muerte yei respeto que el gobierno de ese país observe 

hacia los derechns humanos, aunque se destaca el caso de los Estados Unidos corno ci 

único país oecidctal desarrollado que aplica y defiende el mantenimiento de la pena 

capital, a pesar de todo el discurso retórico que se da en este país sobre esta materia-7'5  

71  C0130 DEL ROSAL, ManueL "?otccción wídico.'peñ1 4e1 derecho ola vida y su negack5n.' J.a Pri dv MuftC; 6 
Rcspue 	Boletín Oi5ca[ delatado- p. 202. 

C0130 DEL. ROSAL, Muc1 Op. Cit. p. 205. 
n CAVCSE Leonerd L. "(m penu de muerte en 1s Estados l3rndos le.n ke albo dtl tcrccr milenio.»  La Peitde 
Muerte et el umbral del Tercer Miknlo. p. 60.  
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No obstante posiciones como Las antes reseñadas, en el plano real y no teórico, 

este derecho fundamental se ve sometido a limitaciones y excepciones anacrónicas que se 

convierten en una negación a ese carácter absoluto.76  Tal es el caso de la aplicación de la 

pena de muerte por parte del Estado como mecanismo para la sanción de 

comportamientos contrarios al ordenamiento jurídico-penal. 

Ante la realización de una acción típica, antijurídica y culpable que afecta o pone 

en peligro bienes jurídicos de incalculable aprecio para el común de fa sociedad, se hace 

uso del Derecho Penal como medio para la protección de bienes jurídicos inalienables 

contra los ataques mts graves e intolerables. 

Uno de estos bienes jurídicos es ]a vida humana, precisamente el bien <e1 cual se 

priva al sujeto activo de un delito que por su entidad se considere merecedor de tal 

sanción. 

De esta manera, en los casos de aplicación de la pena de muerte por delitos como 

el homicidio, se presenta una compleja situación, ya que la vía que se utiliza para la 

protección de un bien jurídico es la misma que se utiliza para su privación y destrucción, 

pero en este último caso legitimada por el Estado. 

Ello ha sido así reconocido por COBO DEL ROSAL para quien "... el Derecho 

penal se ocupa muy directa y específicamente del tema: protege y respeta, secularmente, 

el derecho a la vida, no permaneciendo impasible ante su negación. Pero también, y de 

forma igualmente secular, le contradice y le niega, incorporando su negación como 

76 CSONKA, Peter Op  Cit. p. 146. 
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consecuencia jurídica de algunos delitos ...... 77  

Así pues, ante la agresión que supone la privación de un bien jurídico a uno de sus 

asociados, en este caso la vida, el Estado, en ejercicio del ius puniendi, reacciona a través 

la utilización del Derecho Penal, el cual cuenta con una amplia gama de respuestas 

consistentes en la privación de bienes pertenecientes al sujeto agresor, lo cual puede 

comprender desde la pérdida de la libertad hasta la pérdida de la vida que éste no respetó 

en otro. 

Considerada por muchos una reminiscencia del principio ancestral talional del 

"ojo por ojos  diente por diente", la pena de muerte, se ha dicho, también es atentatoria del 

derecho fundamental a no sufrir penas crueles, inhumanas y degradantes,75  y debe ser 

tenida por los sistemas penales como ".un cuerpo extraño, cuya manifestación jurídica 

tiene un carácter excepcional en el régimen de sanciones"79  y que debe ser erradicado por 

no ser cónsono con los requerimientos de la Política Criminal racional y humana que 

debe informar el Derecho Penal en el moderno Estado de Derecho. 

En todo caso, señala GIMBERNAT ORDEIG, no debe perderse de vista la 

verdadera finalidad que persigue el Derecho Penal. Así, según este autor "El fin del 

Derecho Penal no es el de moralizar ni el de retribuir; es mucho más modesto y acorde a 

las posibilidades humanas: es el de defender a la Sociedad e impedir la lesión de intereses 

jurídicos en cuya integridad todos estamos itneresados." °  

COBO DEL ROSAL, Manuel. Op. Cit. p. 194-195. El autor considera que el Derecho Penal ante el estimulo que 

supone la negación del derecho a la vida, responde a través de negaciones de derechos, entre éstos, el derecho a la vida. 

7 CSONKA, Peter Op Ci. p. 147. 
79  HORVÁTH, Tibor. "La abolición de la pena de muerte en Hungria". La Pena 1e Muerte en el Umbral del Tercer 

Milenio.  p. 44. 
° GIMBERNAT ORDEIQ, Enrique. "Contra la pena de muerte". Estudios de Derecho Penal,  2. Edición. Editorial 

Civitas. Madrid, 1981. p. 28. 
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Se observa que, según el anterior punto de vista, debe tenerse en cuenta que la 

finalidad del Derecho Penal, y en consecuencia de la pena, no es otra más que la 

prevención del delito. 

Es con base a estos razonamientos que, como tendremos la oportunidad de 

estudiar en su momento, además de las corrientes partidarias de su mantenimiento, 

encontramos corrientes propugnan por la eliminación de la pena de muerte, también 

conocida como pena capital, del conjunto de reacciones punitivo-legales del cual puede 

hacer uso el Estado, en ejercicio de su derecho de castigar, para hacer frente a la 

infracción de su ordenamiento jurídico,  
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CAPITULO II 

ARGUMENTOS A FAVOR Y EN CONTRA DE LA 
PENA DE MUERTE 



L PLANTEAMIENTO 

La pena de muerte como reacción punitiva del Estado ante la infracción de su 

ordenamiento jurídico-pena] ha sido objeto de una intensa batalla doctrinal entre quienes 

claman por su plena vigencia y aplicación y quienes se manifiestan contrarios a ella y, 

por ende, partidarios de su erradicación del catálogo de sanciones penales. 

Unos y otros destacan, desde sus perspectivas, las conveniencias e 

inconveniencias de cada una de las posiciones de las cuales se manifiestan partidarios, 

para así justificar sus argumentos o descalificar los de sus adversarios doctrinales, 

Ello es así porque en el tema de la pena de muerte confluyen numerosos factores, 

no sólo jurídicos, sino también éticos, religiosos, filosóficos, políticos," e incluso, en 

nuestra opinión, económicos y culturales. 

Es obvio, entonces, que la discusión se plantea en tórminos nada pacíficos en  

ci sentido de que los mismos planteamientos que un sector considera corno irrebatibles 

e invulnerables, desde el pinito de vista del sector opositor, son considerados 

precisamente corno argumentos fácilmente rebatibles y carentes de todo sustento. al  darle 

un enfoque inclusivo de elementos que Sus forrnuladores no tomarnu en consideración. 

Así pues, tal corno hemos mencionado, las posiciones en tomo al problema de la 

pena de muerte se han polarizado en dos sectores claramente definidos: por un lado se 

encuentran los partidarios de las corrientes antiabolicionistas que defienden el 

mantenimiento de la pena de muerte corno sanción aplicable, especialmente en delitos 

81  Cfr BERJSTAIN IPfA. Antonio. "Aspectos filosóficos y religiosos de la pena de muerte: su no-dualidad". La Pena 
de Muerte en el Umbral del Tercer MIICnIQ  p.  76. 
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que revistan cierto carácter de gravedad; y por otro lado se encuentran los seguidores de 

las corrientes abolicionistas que propugnan por su eliminación y consiguiente destierro 

del sistema punitivo. 

Se identifican argumentos a favor y en contra de la pena de muerte, según los 

diferentes autores que se han ocupado del tema, de forma tal que algunos ofrecen 

catálogos más o menos extensos que otros, muchas veces tratando por separado 

argmentos que pueden concentrarse fácilmente en uno. 

A efectos del presente trabajo hemos optado por examinar solamente algunos de 

los principales argumentos que se esgrimen en pro y en contra de la pena capital, según 

los partidarios de cada una de las corrientes existentes, sintetizando, por razones 

prácticas, aquellos argumentos que guardan algún tipo de relación entre sí. 

A. Argumentos a favor de la pena de muerte o antiabolicionistas 

Quienes se muestran partidarios del mantenimiento, vigencia real y efectiva 

aplicación de la pena de muerte, invocan en favor de ésta una pluralidad de argumentos 

que aluden ya sea a la finalidad que se persigue sobre el sujeto infractor, a su utilidad 

como medio para sancionar las conductas delictivas, a su permanencia y utilización a lo 

largo de la Historia o a simples factores economicistas. 

Se han mostrado partidarios de esta corriente, entre otros, Jean Jacques Rousseau, 

Emmanuel Kant, San Agustín, Martín Lutero, Calvino, Garófalo, Eugenio Cuello Catón, 

33 



Ed.niund Mezger, Quintano Ripollés y César Lombroso, aunque es preciso aclarar que 

este último solo fue antiabolieionista durante la primera etapa de su abra científica. 92 

Entre las principales razones que arguyen los antiabolicionistas, a quienes 

también se les denomina "mortalistas" o "retencionistas", para sustentar la necesidad de 

mantener la pena de muerte como reacción frente al delito, podemos destacar las 

siguientes: 

1. La pena de muerte es una forma de retribución por el mal causado 

Según esta argumentación, Jo que se plantea es una especie de venganza de la 

sociedad hacia el infractor de la normativa penal que rige la convivencia pacífica de 

dicho cuerpo social. De esta manera, se otorga su justo merecido a quien comete un delito 

capitaJ. 3  

Para sus p&rtidarios, la pena de muerte es una foiin de detenga de la sociedad 

para impedir e) cÑien y se erige sobre la base de un. librr albo«[<>. que le peruite al 

deline.ue-ntu elegir deliberadamente his compóriafflientos que sabe phbdtiS 

soeiocu1tui'alrnente por Jo que guiado siempre por un interés personal efectuarla los 

cIçulo tcndi&"ritcs a valorar el placer que le prop=ionurú el delito yl e.astio que se le 

impondrá sociahncnte de forma tal que cada vez. que el placer sale vencedor, el individuo 

ck pti3no de ]la ent eap3 tal y en la ~1 se pt*ede aptiar a dir%id*1 de ímn cxtifie 
hs uc, ¿stos prtcien lo oftete BARJERO SANTOS, 	IA pena de tomette ett el trebu Mistúno y 

aeuRi'Le 1~ 411 muerte, i ftswts15. BO3elin oficial del 1,5ade. P. 223. 
CAVISE, Le0urd L. O, Cit. p,  1, CIMBERNAT CMkDuCI, Finnqe C. Ct. p. 28. 
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llevaría a cabo el delito. 84 

Este carácter retributivo de la pena de muerte - sostiene muy acertadamente 

GIMBERNAT ORDEIG - encontraría justificación solamente si se pudiera demostrar la 

existencia del libre albedrío en el individuo que delinque. No obstante, la existencia de 

ese libre albedrío es indemostrable, por lo que quedaría sin sustento este argumento 

antiabolicionista. 5  La pena de muerte, en consecuencia, se impondría como mecanismo 

para el restablecimiento de la paz pública quebrantada y en acatamiento de la voluntad 

expresada por la opinión pública que dama por ella ante la comisión de delitos que 

revisten cierto grado de gravedad, lo que en el fondo lleva ínsita una cierta noción de 

justicia según los parámetros sociales, ya que su aplicación sería la justa retribución pol-

la 

or

la infracción del ordenamiento jurídico y la grave perturbación de la vida social. 

Mi pues, tal como expresa el autor húngaro Tibor HORVÁTH, la bondad y 

validez de la afirmación que hacen los defensores de la pena de muerte de que ésta es 

justa, puede fundamentarse en los mandamientos religiosos, plasmados en las escrituras 

del Antiguo Testamento: «Vida por vida, ojo por ojo, diente por dcnte.>, de fotna tal 

que «Si la sangre de uno se ha de verter, sangre hará éste correr», o «El que mata 

debe pagar con su vida.», lo cual a juicio de los mo.rtalistas, es lo que el sentido natural 

de lajusticia exige en el alma popular. 16 

Al respecto BARBERO SANTOS es categórico al señalar la validez relativa del 

íus talionis debido a la imposibilidad de aplicarlo en ciertos casos, corno por ejernplo la 

CARIO, Rbrt. "El restahleeirnient* de la pena de muerte. conidcracioncs de orden penológio y c.imncgc.o.' 
La Pena de Muerte en el Umbral del Tq£cr Mi1snió. p 173, 

GIMERNAT ORDEJO, Enrique. Pena de muerte y aborto. Estudios  de Derecho PetaL p. 34. 

HORVÁTEL, Tibor. Op.  Cil p.3 
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rebelión, la bigamia o la violación de sepulturas. 87 

El reparo que pudiéramos formular a este argumento antiabolicionista estriba en 

el hecho que se prescinde de toda consideración sobre los factores que pueden influir de 

manera positiva o negativa en la formación de la llamada "opinión pública". 

En efecto, es innegable el papel que en este sentido entran a jugar por un lado, 

ciertos grupos de presión, con intereses muy marcados y definidos y por otro, los medios 

de comunicación social como informadores, formadores y deformadores, de la opinión 

social sobre un determinado tema o asunto. 

No es ningún secreto que los índices de criminalidad existentes en un momento 

dado, pueden ser manipulados según lo estimen convenientes los propietarios de los 

medios, ya sea como estrategia de mercadeo o captación de audiencia o para proyectar lo 

que se considera es la "verdad" y que en muchas ocasiones no es más que la expresión de 

un interés subyacente. 

De igual forma, el señalamiento de que a través de la aplicación de la pena de 

muerte se logra acalla el clamor social ante la alarma que produce la comisión de ciertas 

clases de delitos, podría conducir inevitablemente a la aceptación de una cierta vocación 

vindicativa en el seno del ente social que se trate, teniendo en cuenta la proclividad que 

un gran número de sociedades tiene hacia la idea de represión como forma de control de 

la cnminalidad 

En este sentido parece necesario concluir con IMBERT que los sondeos de 

opinión entre la población sobre el tema de la pena de muerte arrojan resultados 

favorables mayoritariamente a su conservación ya que "Es innegable que en muchos 

BARBERO SANTOS. Marino. Pena de Muerte. (El Ocaso de un Mito). Op. Ca. p31 
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ciudadanos subsiste un sentimiento profundo de compensación necesaria, muy cercano al 

talión antiguo; quien ha dado la muerte debe morir."58  

2. La pena de muerte tiene un efecto intimidatono o disuasorio 

Otro de los argumentos esgrimidos por los antiabolicionistas radica en el carácter 

intimidatorio que la pena de muerte puede ejercer sobre quien tenga intención de cometer 

un delito sancionado con esta pena. 

Los partidarios de la pena de muerte parecen basar su apreciación sobre el efecto 

intimidatono de la misma en un mero ejercicio de sentido común que realiza el sujeto que 

se representa la posibilidad de delinquir.89  De esta manera, el delincuente ante la 

conminación que se le hace por la norma penal de que su conducta será sancionada con la 

pérdida de su vida, analiza el alcance y significación del acto que desea cometer y la 

consecuencia que se ha de derivar del mismo y se abstendrá de actuar, persuadido por su 

sentido comun que le aconsejará en esta dirección. 

Ahora bien, para quienes adversan la pena de muerte cabría preguntarse si esta 

disuación opera en los mismos términos en determinadas categorías de delincuentes tales 

corno los delincuentes políticos, terroristas y asesinos, entre otrosí Es decir, si lo que 

intimida al individuo es la percepción que por vía del sentido común tiene de que está 

arriesgando su vida con la acción delictiva, cómo se explica o justifica este efecto 

IMBERT, Jean. j.,ejde  M-UertP,  TTducctón de Hugo Martínez Mo<tezutia Fondo de Cultura Económica 
Mxic, I993. p.  156 

AMNISTIA INTERNACIONAL. Op. Cit.  p.6 
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intimidatorio en sujetos como los ya mencionados. 

Así, tenemos que es un hecho reconocido que en la delincuencia política, este 

efecto intimidatorio es totalmente inoperante ya que, en muchas ocasiones, el sujeto actúa 

y busca conscientemente la condena a muerte motivado por una supuesta recompensa que 

se obtiene solo de esta manera, la cual se convierte en su glorificación personal, toda vez 

que se convierte en héroe sacrificado por la patria o por su causa. 90 

Al respecto, el argentino Eugenio Raúl ZAFFARONNJ, al comentar la esencia de 

esta forma de criminalidad, muy acertadamente manifiesta que "El hombre que siente la 

necesidad de su conducta como un imperativo de su conciencia y que para ello responde 

a un sistema de valores cerrado y completo, no puede vivenciar la conminación penal 

más que como una reafirmación de sus propias convicciones y una ocasión más para 

exhibir las mismas y poner a prueba su autoafirmación en ellas," 

En estos casos contrario a lo planteado por los partidarios de la pena capital, l 

"sentido común" del delincuente politico le indica que debe rea.liar precisamente la 

acción prohibida por la norma mediante la amenaza de la pena de muerte, pues es como 

se podrá cuestionar el stat= quo y demostrar, desde su base ideológica, Su ifljuSticift. De 

esta manera, realiza la conducta prohibida con lo cual emprende la búsqueda de la 

muerte como medio para lograr una victoria dentro de la causa por la cual luchas  ya que 

el sacrificio heroico del penado anexará nuevos seguidores a la misma. 

Por otra parte, es innegable que quien realiza una acción delictiva, aunque sea 

91) BARBERO SANTOS, Marino. Pena de Muerte (El Ocaso de un Mitas.  p. 24. 
' ZAFFARONNI, Eugenio Raúl, Miwai de Ckmch9 Penal Parte General. Segunda reimpruión. CrdeMs Wtor y 

Distnbuidor México. 1994 p. 707. 
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penada con la muerte, lo que menos piensa es que dicha acción va a ser descubierta, ya 

que, por el contrario, -actúa confiado en que ésta no llegará a conocimiento de las 

autoridades y, en consecuencia, será impune. Aunado a ello se encuentra el hecho de que 

el delincuente, por diversas causas, no puede predecir por anticipado si al delito 

necesariamente seguirá la pena de muerte como castigo. 92 

Para HORVÁTH, este efecto intimidatorio de la pena de muerte es 

científicamente indemostrable ya que "no puede ser atribuido a una pena concreta, sino al 

funcionamiento del sistema encargado de la protección del orden público y del derecho, 

sin olvidar el nivel de desarrollo moral y cultural de la población y el funcionamiento de 

los mecanismos sociales, que impulsan a los ciudadanos a comportarse en conformidad 

con la ley"-'3 
 

Ya en el Siglo XVIII, Cesare RONESANNA, Marqués de Beccaria, advertía que 

& eícto intimidtodo no solo de la pena de muerte si- no de lB penas en general, lejas de 

provenir del grado de crueldad de cada una de ellas, se desprende de la certidumbre de la 

imposición del catigo aún cuando éste sea moderado. 94 

CMBERNAT ORDEIG, Enrique Contra la pena de Muerte. p. 2. Pera este autor "Ala 	urLstancÍa de que el que 
ma1ia un delito capital no piensa un ci rnomcnio de ki ejeaciii - si es que cii e.e mOmtntó piensa en Algo - que su 
acción va a ser descubei1i; si tnemrs en cuenta que 5 ha cakulado que de cada tinco delitos contra la vida sólo tres 
)lean a ser oonocidos, habrá qur renoer que el criminal no le 1ltan motivos que abonen su coifien. Pero es que, 
además, ningún jurista y monos aún ci dclincuvite - Ned dvcir por anticiØdo si a un hecho va a seair ó no Ja pe.'ia 
de muerte, pues la ejecución do esta deperidt de que huye o no en mdidto, de que se aplique un tipo (por ejemplo, el 
homicidio) u otro (por ejampin, el asesmato), de la cncun'entia o no de aravarites, atenuantes o exinwntos y, en fin, 
de multitud do cottidracionos jurídicas umposulles de obarear y deemínar aprlortstieamente. 

HORVÁTH, Tibor. Op. Cit. p. 40. 

94  BONESANNA, Cesare, De Js Delitos £-  de las Penas. Tadudo por JA. De las Csas Alianza EditoriaL Madrid, 
968. p. 71-72. En esta obra, considerada la irispuadcira de la primera campaña a fiavoc de la abo4iei6n de la pena de 

muerte, el autor destaca que "No es la emelded .1e las penas uno de los más grandes (renos de los delitos, sino l 
infalibilidad de ellas, y por consiguiente la vigilaacia.de  los muistrados, y aquella severidad inexorable del juez, que 
para ker virtud útil debe eslar acompañada de una leguslacMn suave. La certidumbre del tastuo, aunque moderado, harft 
siempre mayor impresión que el temor de otro rI.s boiTible, unido con le esperanza de la irnpunidarl, porque les males 
aunque pequeños, cuando son ciertos amedrentan siempre los ánitnos de los hombres; y la esperanza, don celestial, que 
por lo común tiene lugar co todo, siempre separa la idea de los mayores, principalmente cuando la impunidad, ten 
conforme con la avaricia y la flaquc7a, aumentan su fuernf'. 
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Lo anterior evidencia que el efecto intimidatorio de la pena de muerte no estriba 

en su existencia como reacción ante un determinado delito, sino el convencimiento de 

que se impondrá y se aplicará en todos los casos en que dicho delito sea cometido, debido 

a la infalibilidad del sistema punitivo. 

De esta manera, el sujeto se sentirá motivado a no delinquir porque sabe que 

siempre que se comete en el seno de la sociedad cierto tipo de delitos, el engranaje de la 

maquinaria estatal encargada de velar por la incoluminidad del ordenamiento jurídico se 

pone en funcionamiento e inevitablemente se sanciona al infractor, en el caso de la pena 

de muerte, con la pérdida de la vida, 

Por otra parte, se estima que ci efecto intunidatorio de la pena de muerte no puede 

demostrarse en forma contundente, toda vez que, corno bien expone BARBERO 

SANTOS siguiendo a JESCHECK, ningún Estado ha podido demostrar que la abolición 

de la sxei6n capItal o su reintr- ducciÓn hayan dado lugar a inia diminución o a un 

aumento de la criminalidad capital, ya que este tipo de criminalidad - y eso ya lo hemos 

mp'obado a propósito de los casos de los delincuentes ideológicos o políticos 

obedece a regias que no guardan relación con la pena con la que se comnina el 'dciitoY 

3.. La pena de muerte es más conveniente económicamente ya que 
reduce Costos 

Este argumento, considera que una condena a muerte es significativmnente más 

enrómica para vi Estado que una larga condena a la pena de prisi6n 

ARBRO SANTOS, Mnxio Pena de Mrtç(FI GWO de tT Mito). p. 2-29. 
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Esta manera absurda de examinar el problema, en opinión de SERRANO 

0EV LS, implica la aceptación de que resulta mucho más barato matar, por medio de la 

electricidad, gas, armas de fuego u horca que proveer todas las necesidades a una persona 

condenada a pena de prisión 

Ello es así porque, a juicio de los partidarios del antiabolicionismo, aún en las 

prisiones que pudieran catalogarse como ejemplares en cuanto a condiciones de trabajo, 

los criminales que en ella se encuentran internos producen mayores erogaciones al Estado 

que lo que efectivamente producen, constituyéndose de esta manera en una carga que 

deben soportar los honrados, lo cual es desventajoso para la sociedadY7  

En réplica a lo anterior puede argüirse que tal erogación sería menor si se diese 

una verdadera reorganización de! trabajo penitenciario de forma tal que los internos de 

las cárceles pudiesen contribuir a sufragar los gastos que se producen por su manutención 

en ellos, reduciendo los costos para el Estados  y por consiguiente, a los asociados quienes 

varían una reconducción en la utilización de sus impuestos, ya que podr(an destinarse al 

mejoramiento de sus condiciones de vida. 

Desde un punto de vista étieo5  podemos concluir con IIORVÁTH que este 

argumento economicista, poco admitido por los defensores de la pena de muerte por 

avergonzarse de él, al estar desprovisto de toda consideración de la persona humana 

corno ente de derechos, resulta altamente inmoral y poco digno de sociedades que puedan 

considerarse civilizadas, ya que una sociedad orgullosa de su civilización, de su cultura, 

SRR.RÁNO QEYLS, Ri1. L* Vena de muertc yo] sitems de justicia '* 	Jwda de la Un4d deJ'&&rto 
Volarnen XLVIII. N 1, Puedo Ro, 1979, p. 17. 

' Cfr. SANDOVAL HUERTAS, Eniu'o. Op. Cfi.  p. 249. 
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de sus aspiraciones sociales, no extermina ni a los ancianos, ni a los enfermos incurables, 

ni a los marginados o a las personas expresamente antisociales, con el argumento de que 

su supervivencia supone una carga para la sociedad, de que su existencia resulta más cara 

que su muerte." 

4. La pena de muerte ha sido utilizada históricamente como medio 
para la represión de delitos graves 

Este argumento antiabolicionista pretende justificar la pena de muerte desde una 

perspectiva histórica al destacar su utilización en diversas épocas y por distintos 

pueblos a lo largo de la historia de la Humanidad. 

Así, en el Derecho Romano la pena capital fue utilizada originariamente como 

sanción aplicable a erimenes como el parrkidum y la perduellio. La misma tenla un 

carácter iMniante y sacramental, es dcir, ci condonado era consagrado a una divinidad 

como forma de expiación de las culpas de la comunidad. 

La sentencia se ejecutaba mediante el ahorcamiento del sentenciado en it árbol 

tnfelix o infecundo. Posteriormente, se aplicó a otros crímenes como los de matetats, de 

sicarL et ve!aeflcL, peculado y sacrilegio y asumió otros formas tales como la crucifl2d&4 

la condena a las bestias y a la vivicombustión, la decapitación por hacha y el cu1ieurn, 

esta última consistente en meter al condenado a un saco de cuero, con la cabeza cubierta 

con un gorro de piel de lobo y acompañado de un perro, un gallo, una víbora y una mona 

HORVÁTH, Tibor, Op. Ci t. p.  42. 
Cfr. BARBERO SANTOS, Marino. "La pena de muerte en ci Derecho Histórico y actual." p. 2544 
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y arrojarlo al mar o a un río. 

Por su parte, en el Derecho Germánico, caracterizado por su fundamentación 

privada, la instauración del talión significó un gran avance ya que solo permitía causar un 

mal similar al experimentado. 

Entre los germanos, la ejecución de la pena capital asumía diversas modalidades, 

entre las cuales puede mencionarse la pérdida general de la paz (consistente en el la 

privación de la vida y el patrimonio al condenado), el ahorcamiento, la decapitación, el 

descuartizamiento mediante el hacha, el enrodaniiento (consistente en el quebrantamiento 

de los miembros y columnas del condenado con una rueda), el enterramiento en vida y la 

muerte por el fuego, los cuales se imponían dependiendo del tipo de delito, así pues, entre 

más gravedad del delito, más deshonrosa la forma de ejecución.' 0')  

En definitiva, la pena de muerte ha existido desde la Antigüedad, en la cual llegó 

a ocupar un lugar preponderante en civilizaciones como la romana y la germana, entre 

otras, y alcanza su máxima vigencia durante la Edad Media, entre otras razones, por el 

extraordinario poder político y social que se concentró en manos de algunos de los más 

altos jerarcas de la Iglesia Católica. 

No obstante lo anterior, sostiene BARBERO SANTOS, este argumento histórico 

no puede servir de eje o razón principal para el mantenimiento de la sanción capital en el 

mundo moderno, toda vez que si bien en algunos pueblos la pena de muerte ha ocupado 

un lugar preferencial dentro del catálogo punitivo, no menos cierto es que en algunos 

otros pueblos, no se llegó a conocer la pena de muerte o el lugar que ocupaba ésta en el 

° Cfr. BARBERO SANTOS. Marino. "La pena de muerte en el Derecho Histórico y actual." p. 35-39. 
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ordenamiento penal era extremadamente modesto. Por otro lado, la pena de muerte carece 

de un valor ejemplificador en los tiempos modernos y de ello dan cuenta múltiples 

episodios sangrientos que se registran a Jo largo de la Historia)0' 

B. Argumentos contra la pena de muerte o abolicionistas 

Las corrientes abolicionistas propugnan por la desaparición de la pena de muerte. 

oponiéndose a ella con una serie de argumentos dirigidos, fundamentalmente, a atacar 

desde la crueldad e ilogicidad de su razón de ser hasta su carácter irrevocable, sobre todo 

si tiene en cuenta en su análisis la imperfección y falibilidad de los sistemas judiciales. 

Los abolicionistas, comenta CAVISE, consideran la pena de muerte como 9a más 

salvaje, cruel e insólita de las sanciones 02  y aspiran a su destierro de los códigos 

a fin de superar, como ya hemos observado anteriorznentc en otro apartado de 

nuestro trabjjo, cualquier .remincentia de la ley del tail6n 

Se manifiestan partidt1os del abolicion.mo, ehtro otros Vnitaite, VÍctor hugo, 

Recearia, Pssina Jseheck, Vecilia de las Meras, Jiménez de Asúa, Barbero Santos, entre 

Entre los principales argumentos propuestos por los seguídores de esta e.unicate. 

para oponerse a la pena de inuerte merecen destacarse los siguientes 

BARBERO SANTOS)  M1in. 	&Mjae (El OdLatUx1na p. 
CA VISE, LeónM i Óp. oit. p. 50. 

' 3 Cir 8A&B1RO SANTOS, Mt1rn 'i.a pM& k muerte en el Derecho Ri6ne y aut p 2324. 
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L Irrepanbilidnd de ]apena en caso de errores judiciales 

Considerado uno de los argumentos más influyentes de los enemigos de la pena 

de muerte, se centra en la posibilidad que en el transcurso del proceso que culmina con la 

dietación de una sentencia condenatoria a muerte, se incurran en errores graves, aun 

cuando el caudal probatorio aparentemente señale en forma directa al condenado. 

Así ello, la pregunta que pudiera surgir sería ¿qué sucedería en case de que, una 

vez ejecutada Ja sentencia y por ende aplicada la pena de muerte al condenado, si se llega 

a constatar, dentro del proceso, la existencia de situaciones que condujeren al juzgador a 

error?. Dicho en otros términos, ¿cómo revertir la pena cuando por error judicial se ha 

condenado y ejecutado a un inocente si, como sabemos, ci hecho físico de la muerte es 

irreversible y por tanto irreparable?. 

Sg4tt Aviiiii,,qlh,,1huieniacjona1 los worcs judiciales nísceptibles de Seir ecoiidos 

dwtintc ,,Ui 	eaiinento Pueden prevenii de cXIA(t,-0 motivos o IMUMI  

a 	Represen Iación tegd inad'ruai1ø o netirnpcte.nte 

En muchku ocasiones, una mala defensa ha sido el factor que ha determinado que 

contra un individuo se haya dietado una sentencia a muerte. Esta se puede deber, entre 

otras cosas, a la carencia de rcciiro económicos por parte de los proccsadus quienes al 

no poder pegar un defensor privado deben confiar en los se'icios legales de ahogados 

AMNTLA INTERNACIONAL. Oí,  Cii.  p 
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inexpertos o que no conocen las particularidades del caso dentro del cual actúan y que 

son patrocinados por el Estado o por instituciones de beneficencia. 

En este caso, las deficiencias en la defensa pueden obedecer, no a la falta 

de competencia del defensor público, sino a la cantidad de casos que éste atiende y que 

no le permite tener acceso a tiempo al expediente, a la carencia de recursos materiales y 

humanos que faciliten su labor y a la evidente desventaja que posee el defensor con 

relación a otros participantes del proceso. corno lo es representante del Ministerio Fiscal. 

b. El papel del juez y el jurado 

Para SERRANO (3EYLS, la intensidad de los problemas que pueden surgir en 

materia de aplicación de la pena de muerte depende de la distribución de funciones que se 

ti.jueteq y jurados. Así, "Si se les asignan a los jueces todas las funciones  

relacionadas con la sentencia y sib deja a los jurados la responsabilidad usual de rslvr 

únicamente si los acusados son u1pables1  los problemas serán de menor importunca. Sl, 

por el contrario, a los jurados se les asignan responsabilidades en la imposición de la 

pena, como sentenciadores o en capacidad consultiva ("advisory verdict") los pmhlemas 

los serian enormes", 

Si hicii so reconoce que el jurado es más representativo de los valores vigentes en 

una sociedad, no debe deiarsc do lado que sus miembros son personas que no tienen 

eonoçinicntos de Derecho y  generalmente, deciden sobre cuestiones de hecho, on base 

SLJ.R.ANO tZLYLS, RÚI. Op. Ca. p 
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a las argumentaciones presentadas por las partes en la audiencia oral, y no sobre un 

ejercicio de valoración científica de las pruebas. Por tal razón, son susceptibles de la 

influencia de sus emociones, prejuicios y creencias y el manejo de la oratoria o de otras 

técnicas por parte de los abogados. 

Es por ello que en esta materia, es altamente recomendable en aquellos países en 

los cuales se mantiene la vigencia de la pena de muerte, que el juicio de penalidad sea 

realizado por jueces, debido a su formación jurídica. 

Debe anotarse, no obstante, que ello no sería suficiente garantía como para poder 

afirmar que no existe la posibilidad de que se pueda incurrir en un error si es un juez y no 

un jurado quien decida sobre la imposición de la pena de muerte a un condenado, mas 

aún cuando ello ha sucedido en sociedades con una larga tradición judicial, en las que 

para ser juez penal es necesario el cumplimiento de disposiciones sobre requisitos, 

curricuJum y mecanismos de elección y control.106  

Debe igualmente anotarse que la posición que el juez y/o el jurado 

asuman con relación a la pena de muerto puede ser determinante de la aplicación o 

inaplicación de esla forma de sanción,  

Al ser éstos los responsables de la determinación de la culpabilidad del imputado 

y de la pena que se ha de imponer a quien sea encontrado culpable, 110 es extraño que aún 

cuando en la Ley existan prescripciones sobre la obligatoriedad de prescindir de cualquier 

sentimiento, creencia o prejuicio, sobre todo al momento de decidir la pena aplicable, 

sean estos factores los que determinen u orienten la dirección del veredicto, con lo cual, 

MAVORCA, Juan Manuel. Mita2 Cminiigis. Ca=. 19,94. p. 41 
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en casos en los que pudiese dictaminarse la pena de muerte, se elija no aplicarla y 

viceversa. 

Así pues, un jurado o juez con una conciencia moral o una formación religiosa o 

ética orientada en uno u otro sentido puede admitir la aplicación la sanción capital en 

todos los casos, sin importar las especiales circunstancias del hecho o elegir otra sanción, 

por sentir un mayor respeto hacia la vida humana como bien. 

e. El papel de la policla y de los servicios psiquiátricos y de libertad 
condicionada 

En un gran número de países la policía entra a jugar un papel importantísimo en la 

investigación de los delitos, No obstante, debe reconocerse que muchos de estos cuerpos 

policiales carecen de los recursos adecuados para el desarrollo de su labor y  en no pocas 

ocasiones, sus miembros no poseen una formc16n cientifica adecuada o tienen una 

tendencia altamente represiva y poco respetuosa de los derechos de quienes son 

ives1igados 

No es extraña, entonces, la utilización de torturas u otros medios pata arrancar 

eonfesones que, posteriormente, sustentarán una condena a muertes 

Por otra parto son preticatnenfc inexistentes los servicios de libertad 

ei'uinnadu, que realicen un control de los individuos que se cncncntrn en esta 

situación y que son sometidos a proceso por la comisión de un delito epitM, a fin de que 

puedan brindar infonnación de utilidad durante el proceso. 

igualmente, son pocos los servicios psiquiátricos con os que oieaan 1115 

tribunales en ci desarrollo de su función, para hacer llegar al proceso infomiacitn, a 
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través de peritajes psiquiátricos confiables y objetivos, sobre cuestiones de suma 

complejidad como lo son el estado mental y otras características de la personalidad del 

procesado. 

Al respecto conviene recordar con BROUCHAR]) que en la fiabilidad de un 

peritaje psiquiátrico pueden influir una multiplicidad de criterios como lo son: la 

formación, la experiencia, la cultura psiquiátrica y criminológica del experto, el tiempo y 

el esfuerzo que dedica a su trabajo, la naturaleza de las patologías en cuestión, el tiempo 

transcurrido entre los hechos y el informe pericial o, incluso, la capacidad del acusado 

para «utilizar» al experto. 107 

Un peritaje psiquiátrico deficiente o incompleto, ha dado lugar a la condena a 

muerte de sujetos que, al momento de la realización del hecho delictivo, no poseían 

completo uso de sus facultades mentales, es decir, que en realidad eran enfermos 

mentales a quienes no debía aplicársele la pena capital, por expresa disposición legal. 

d. Cuestiones relativas al procedimiento 

Algunos aspectos inherentes al procedimiento penal, tales como, la inversión de la 

carga de la prueba, la existencia de cláusulas de obligatoriedad de la pena de muerte o de 

discrecionalidad condicionada, etc., influyen decisivamente en la aplicación o 

inaplicación de la pena de muerte. Es un hecho ampliamente conocido que en algunas 

legislaciones se establecen procedimientos especiales, distintos a los establecidos para el 

107 BROUCHARD, Jean Pierre. 'Problemas específicos de aplicación de la pena de muerte a personas con trastornos 
mentales" La Pena de Muerte en el Umbral del Tercer Milenio. p. 219-20 
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común de los delitos, en materia de tráfico y de otros delitos relacionados con drogas. 

Ello se debe, como bien señala DE LA CUESTA, que este tipo de delito no solo 

es identificado con los peligros que entraña contra la salud pública, sino también con los 

efectos que se derivan del consumo de estas sustancias, como son: muertes por 

sobredosis, sentimiento de inseguridad derivado del conocimiento de delitos cometidos 

por toxicómanos en busca de medios para adquirir droga, la capacidad de penetración do 

las organizaciones de narcotraficantes en los sistemas políticos, ctc.10  

En virtud de ello, no es extraño que se establezcan disposiciones legales sobre 

inversión de la carga de la prueba, con lo cual corresponderá al acusado entrar a 

demostrar su inocencia, liberando al Ministerio Público o Ministerio Fiscal de La 

obligación de búsqueda de los elementos de convicción que fundamenten una posterior 

condena o absolución. 

De igual forma se destaca, la existencia de cláusulas de obligatoriedad o se 

discrecionalidad de la pena de muerte, que establecen la imposición de la pena de 

muerte en todos los casos en que se corneta un delito capital o que permiten a1 juzgador 

optar entre ésta u otra sanción a su exclusivo criterio o arbitrio. 

Además de las causas ya anotadas, no debe perderse de vista el papel de los 

medios de comunicación, como ya hemos advertido, en la formación de la opinión 

pública, entre otras formas al decir de SERRANO GEYLS, a través de campañas 

periodísticas inflamatorias o del denominado "trial by newspaper",109  común en los 

DE LA CUESTA, José L. "Pena de Muerte aplicada a los traficantes de drogas." La Pena de Muerte en el Umbral 
del Tercer Milenio p. 205, 
'09  SERRANO GEYLS, Raúl.. Op. Ca. p. 21. 
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Estados Unidos, en los cuales se declara, anticipada y extrajudicialmente, la culpabilidad 

del imputado en ciertos casos sensitivos para la sociedad, ya sea por las especificas 

particularidades de los sujetos del delito o por los medios de ejecución o circunstancias 

en la realización del hecho. 

Este clima sensacionalista que rodea el proceso, cuando existe la posibilidad de 

aplicación de la pena capital, así como la trivialización que del error judicial hacen los 

defensores de la pena do muerte, como bien señala G!MBER.NAT ORDEIG obedece a 

que "Lo que en realidad importa es la distensión de la propia situación conflictiva, y 

para que esa distensión se produzca basta la existencia de un sujeto receptor de la 

agresividad, siendo a estos efectos absolutamente su inocencia o culpabilidad."" 

Tornando corno base lo expuesto en el anterior planteamiento, es posible que se 

pueda producir un error judicial si alrededor de quien supuestamente se encuentra 

implicado en un delito capital. siui lo cuitado.s de las 	 st inicia una 

campana en los medios de comunicación dando por Rantado que tiihas iuvestigaionos 

eompruehan fchacicnteinente su culpabilidad. Se añaden, a veces de manera 

itieserupulosa, algunos detalles, motivos, rawnes 	circunstancias que pudieron 

determinar la producción del hecho. 

Al orientarse la opinión de los receptores de los medios sobre ci "hecho 

comprobado" de la culpabilidad del acusado se ejerce una çicrta presión sobre quienes 

judicialmente tendrán la responsabilidad de determinar la culpabilidad y la pena que le 

corresponda al individuo, presión esta que disminuirá o desaparecerá si se produce un 

GIMaENAT ORDiEIO, Enriq. Contra Ja pena de muerte," p O. 
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veredicto conforme o ajustado a la "realidad procesal" que se ha plasmado en los medios 

de comunicación. 

Para los defensores del mantenimiento de la pena capital como sanción, la 

posibilidad de errores judiciales se presenta como algo poco probable, que no se produce 

en los actuales sistemas jurídicos debido, entre otras cosas, al perfeccionamiento de las 

técnicas de investigación criminal y al establecimiento en favor del acusado de una serie 

de garantías procesales) Para ellos, la posibilidad de error no se subsana con la 

desaparición de la pena de muerte sino a través del establecimiento de mayores 

exigencias en materia de garantías procesales, de plena prueba de la culpabilidad del 

condenado y en atención a la gravedad del delito. 

Tomadas estas previsiones por la ley, no puede utilizarse como argumento el 

temor a incurrir en un error judicial, pues ello significaría, tanto abandonar la función 

represiva como tener que admitir la necesaria proscripción de todas aquellas actividades 

en las cuales las fallas humanas pueden dar lugar a la pérdida de vidas. 

Por último, no puede exigirse a la pena de muerte una característica que no se 

exige para otras sanciones penales, toda vez que no existe pena que pueda ser 

considerada como plenamente reparable."2  

"' Cfr SANDOVAL HUERTAS, Eniiro. Op  Cit.  p. 241; HORVÁTU, Tibor. Op. Ctt. p. 42. 
Cfr. SANDOVAL HUERTAS, Emiro. Op Cit.  p. 241-242. Este autor, pesar de ser un decidido abolicionista, 

considera que no es posible argüir en términos absolutos la posibilidad de errores judiciales en el caso de la pena de 
muerte ya que ",..siendo la falibilidad una caracteristica propia e insuperable de la naturaleza humana, su repercusión 
sobre cualquier determinación en la que deba tomarse en cuenta no puede ser establecida previamente en términos 
absolutos, es decir, no se puede señalar con anterioridad si la posibilidad de error es o no motivo suficiente para adoptar 
una cierta decisión, sino que cualquier definición tiene que ser relativa, esto es, referida a situaciones concretas y 
atendiendo cuestiones tales como: cuáles son los riesgos efectivos de error en este caso particular?, qué se obtcndria 
con afrontar dichos riesgos?, cuáles son los intereses puestos en juego si se decide asumir la eventualidad del error? y 
qué posibilidades hay, finalmente, de evitar las consecuencias negativas?". No obstante, veremos posteriormente que 
en los casos de utilización de la pena capital como mecanismo de sometimiento social, considera pknarnenle válido el 
argumento del error judicial. 
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Estimamos que si bien es cierto que la mayorfa de los textos constitucionales y 

legales, tanto sustantivos como adjetivos, consagran irna serie de garantías en favor de 

toda persona 	sometida a los rigores de un proceso penal y que deben ser 

obligatoriamente respetadas por todas las autoridades, lo cual de alguna manera reduce el 

riesgo de que se pueda incurrir en errores judiciales, no menos cierto es que los sistemas 

procesales están muy lejos de ser perfectos y, por ende, infalibles, por lo que la 

posibilidad de error judicial está siempre presente. 

Por otra parte, no debe olvidarse, tal como señala SANDOVAL HUERTAS, que 

existen errores judiciales que son producto de relaciones antagónicas de poder y que 

en situaciones de extrema convulsión y grave conflicto social, pueden conducir a que la 

decisión judicial, consciente o inconscientemente, sea utilizada como instrumento de 

dominación o sometimiento al poder establecido.' 13 

Este carácter instrumental de la pena de muerte para el mantenimiento de las 

estructuras y relaciones de poder vigentes en una sociedad es innegables 

Y es que la historia antigua y reciente de la pena de muerte, señala que ha sido la 

sanción penal mayoritariamente elegida por el poder absoluto corno mecanismo de 

convencimiento de los adversarios políticos, por lo que sido utilizada tanto por dictaduras 

de «izquierda> corno de «derecha», como por sistemas absolutos «duros» o 

«blandos») ' 

Igualmente, debe tenerse en cuenta, como muy acertadamente señala SOLER que 

SANDOVAL HUERTAS, Emiro. Op. Cit. p. 243. El autor considera que la orgaiiiación clasista  capitalista de las 
actuales sociedades occidentales desaconseja correr el riesgo del error judicial al imponer la pena de muerte corno 
sanción, ya que la misma actuaria en defensa de los intereses de los grupos socialmente más favorecidos. 
" HORVÁTH, Tibor. Op. Cu. p. 43. 
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este argumento guarda relación con el principio de inviolabilidad de la persona y que en 

e[ caso de la pena de muerte, la fuerzaprincipa] del mismo se deriva no del error judicial 

sino de suponer que en la pena de muerte la irreparabilidad supone una naturaleza 

especial y distinta' 

No se quiere decir que sea posible reparar absolutamente a quien en virtud de 

error judicial cumple una condena en prisión que le priva de la libertad y del 

desarrollo pleno de sus actividades vitales. Es obvio que dificilmente se podrá devolver al 

individuo el tiempo de su vida que permaneció injustamente en prisión, pero, en estos 

casos todavía existe la posibilidad de que, al constatarse la existencia del error judicial 

fundamentador de la sentencia condenatoria, el mismo pueda exigir ante las instancias 

correspondientes, una indemnización o reparación parcial de su derecho conculcado. 

Ello no sucede así en el caso de la pena de muerte, debido a que una vez, ejecutada 

la misma es irreversible, con lo cual al comprobarsc que por vía de errorjudicial se privó 

del bien jurídico vida a una persona, resulta totalmente imposible revertir el proceso y 

devolver dicho bien a su titular. No es posible devolver la vida a quien ya está muerto. 

Incluso, una reparación económica por parte de la autoridad no estaría directamente 

dirigida a quien resultó afectado sino, en todo caso, a quienes resulten ser herederos del 

erróneamente condenado. 

Dicho ello, es menester concluir que la irreparabilidad de la pena de muerte es 

absoluta, no existe posibilidad de reparación; mientras que en los casos de otras 

sanciones, como las privativas de libertad o de derechos, existe la posibilidad de efectuar 

SOLER, Sebastián. trhoPnaI Arentint. Torno It 10' reimpresión Tipográfles editora argentina. Buenos 
Aires. 1992. p. 422-423. 
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una reparación parcial al titular del bien o derecho afectado. 

2. La pena de muerte es una pena cruel y discriminatoria 

Los adversanos de la pena de muerte arguyen en su contra que se trata de una 

forma de reacción penal que no solo atenta contra ci derecho a la vida sino tarnhi6n 

contra el derecho fimdanental, a no sufrir penas crueles, inhumanas y degradantes. Ello 

queda patentizado al analizar las diferentes formas o rntodes utilizados para llevar a 

cabo las ejecuciones a lo largo de la Historia,' 

Según Amnistía internacional, la pena de muerte es considerada una pena cruel 

por dos rarones fundamentales en primer termino, quienes son condenados a la pena de 

muerte sufren un estado de profunda angustia tlsica y mental antes de la ejecución, ya sea 

que se les haya 	üicad o no h techa en que h*br4 	efeetiva la iiii 

En aegtlndo higr, la tortura flsien puede fbrniar parte de cícrtos vuétodos 

utilizados pi ci cumplimiento de l ías ejecuciones, ya que siempre existe la posibilidad 

que la muerte no se pioduzca de manera instantreu, como ha sucedido en casos de 

,Pondenacitis a muerte en la silla elctiiea, en los que la descarga provoca quemaduras y se 

Cfr. FOUCAULT, Michel. Vigila  CjgQ,  Siglo Veirmiinn de EspaAa Editores, SA Visimoocava cticifl, 
Madnd 1995. pi 1. En estu obra Sr ofrecen detalles de la ejecución de Robert Françns Oamiens, condenado ci 2 de 
marzo de 1757,t 'publica e 	taein ante la puerta principal de la Iglesia  de Parfa", por el delito de partiridic en 
perjuicio del rey. Para el ctiwliniienliy de la sentencie, el ronrtenado debla ser conducido si¡ sitio de la ejecución en una 
carreta, desnudo, en carnise y portando un hacha de dos lihrzs de peso en la mano. PosLennrrnente, "en dicha carrct, a 
la pia de Grve, y sobre un cadalso que stil habrá sido levantado [deberán seriel atenreeadns las tetillas, brazos, 
muslos y panlomilas, y su menn derecha, asida en esta pl cuchillo con que cnrneti6 dicho arneidrn, quctda co 
fuego de aaufte, y sobre las partes atenaceadas se le verter¡ plomo derretido, aceite hirviendo, pez resma ardiente, cera 
y aluIffirundidos jwitarnenta, y a contmnun. su cuerpo estirado y desmembrado por cuarro caballos y sus miembms 
y tronco consumidos por ci fic5o, reducidos a cenizas y sus cenizas arrojadas al viento" 
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necesita más de una aplicación de corriente eléctrica para provocar Ja muertc! 7  

Para FOUCAULT, la pena de muerte constituye en realidad un suplicio ya que 

• .no es simplemente la privación del derecho a vivir, sino que es la ocasión y el término 

de una gradación calculada de sufrimientos..."''  

Se considera, por tanto, que lo que se busca al condenar a un procesado a la pena 

capital, no es solo causarle la muerte y, por ende, eliminarlo del conglomerado social 

contra el cual ha atentado. La intención real radica en causar la muerte del condenado de 

una determinada manera, a fin de que sienta en carne propia los resultados de Su acción 

Ante la evidencia de que no puede existir nada más cruel que privar de la vida a 

otra persona y las extremadas y supliciantes formas que se registran históricamente, los 

defensores de la pena capital, si bien aceptan su crueldad, consideran que la misma en 

todo caso constituye un mal necesario, un instrumento del cual no se puede prescindir 

para poder proteger a la sociedad de los ataques más intolerables a la convivencia. 

Como se observa, la contundencia del argumento abolicionista no ha dejado otra 

opción a los partidarios de la pena de muerte que justificar la crueldad de la misma 

recurriendo a argumentos que, tal corno señala MARBOT, han sido utilizados para 

justificar violaciones a los derechos humanos. 119 

Resulta interesante la posición que al respecto ha sostenido el Tribunal Europeo 

de Derechos Humanos en sentencia del 7 de julio de 1989, en la cual admite que lo que 

resulta cruel no es la pena de muerte en sí, sino el tiempo de espera en el pasillo o 

117 AMNISTÍA INTERNACIONAL. Op. Cit. p. 7. 
' FOUCAULT, Michel. Op. Cit. p. 39. 
119 MARBOT, Pierre. "La Pena de Muerte en el mundo de hoy." La Pena de Muerte en el Umbral 
del Tercer Milenio. p. 26. 
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corredor de la muerte. 1,210 

Por su parte, el Tribunal Supremo de Estados Unidos apartándose de su propia 

J urisprudencia que establece que los derechos constitucionales son derechos absolutos 

que no admiten interpretaciones nuevas y que deben ser respetados aún cuando la 

sociedad parece pedir el resultado contrario, en el caso especifico de la pena de muerte 

como violatoria de la Octava Enmienda de la Constitución de ió Estados Unidas, 

impone al detenido la demostración de la crueldad e inhahitualidad de dicha pena 

mediante la obtención de un consenso nacional en su contra. 121 

Esta posición del máximo tribunal de justicia norteamericano responde m.s que 

nada a la visión particular que este país tiene en materia de Derechos Humanos. 

Recordemos que este país es uno de los pocos países del llamado "Primer Mundo" que 

mantiene, justifica y aplica la pena de muerte. 

En definitiva, es innegable la crueldad de la pena de muerte, sobre todo si se 

considera que aún aquellas formas consideradas "menos dolorosas" para infligirla, 

120 Caso Soenng contra Reino Unido. Sentencia de 7 de julio de 1959 del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Se 
trata de un ciudadano alemán acusado de homicidio en los Estados Unidos y cuya extradición se solicitó al Reino 
Unido y se concedió. El seiior Soering recurrió ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, ya que el delito por el 
cual se accedió a la extradición tenía contemplada pena de muerte en el Estado de Virginia, lugar donde ocurrieron los 
hechos, alegando que la pena de muerte violaba el articulo 3 de] Convenio para la Protección de tos Derechos Humanos 
y las Libertades Fundamentales, por tratarse de una pena inhumana o degradante. En su parte medular la sentencia 
sostiene que —Ningún detenido condenado a muerte podría evitar ni el transcurso de un cierto plazo de tiempo entre el 
pronunciamiento y la ejecución de la pena ni las fuertes tensiones inherentes a un régimen riguroso de internamiento 
necesario. El carácter democrático del ordenamiento jurídico virginiano en general, y principalmente los elementos 
positivos de los procedimientos de enjuiciamiento, condena y recursos en Virginia no suscitan ninguna duda. El 
Tribunal reconoce, con la Comisión, que el sistema judicial al que se vería sujeto el demandante en los Estados Unidos 
no es, en sí mismo, ni arbitrano ni irracional; al contrano, el mismo respeta la preeminencia del derecho y acuerda para 
ci acusado merecedor de la pena de muerte unas garantías procedimentales no rechazables. Los presos del «pasillo de 
la muCrte» gozan de asistencia, por ejemplo a través de los servicios psicológicos y psiquiátricos (párrafo 65). 

Teniendo en cuenta, sin embargo, el larguísimo período de tiempo que se pasa en el «pasillo de la muerte> en 
condiciones muy extremas, con la angustia omnipresente de la ejecución de la pena capital, y la situación personal del 
demandante, particularmente su edad y su estado mental en la época de la infracción, una extradición a Estados Unidas 
expondría al interesado a un riesgo real de tratos que sobrepasarían el límite fijado por el artículo 3. La existencia, en el 
presente caso, de otro medio de atender el objetivo legítimo de la extradición si entralia, sin embargo unos sufrimientos 
de una intensidad o duración excepcionales, representa una consideración pertinente suplementaria" 

21  CAVISE, Leonard L. Op. Cit. p. SI. 
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importan un sufrimiento al condenado, quien padece la angustia que emana de no saber 

cuándo será el último dia de su vida (en los casos en que desconozca o no le haya sido 

comunicada la fecha de la ejecución), la proximidad de la fecha para el cumplimiento de 

la sentencia o la espera de que a último minuto llegue la notificación de que en su favor 

se ha decretado un indulto 

Esta crueldad queda mayormente evidenciada al constatarse, como ya se ha dicho,. 

que en no pocas ocasiones la muerte no se produce ¡instantáneamente sino que va 

precedida de un período de agonia. Así pues, tenemos que en el Estado de La Florida, se 

suspendieron temporalmente las ejecuciones en la silla eléctrica luego que un condenado 

sufriese quemaduras graves que prolongaron so agonía innecesariamente, debido a 

desperfectos mecánicos de la silla llamada "Oid Sparky". 

De igual forma, en 1996 los medios de comunicación televisivos transmitieron el 

fusilamiento de dos campesinos guatemaltecos acusados de violación y asesinato en 

perjuicio de una pequeña niña, pudiéndose apreciar como el jefe del pelotón de 

fusilamiento aplicaba el llamado "tiro de gracia" a los condenados, luego que las balas de 

la tropa encargada de la ejecución de la sentencia no les causaran la muerte en forma 

instantánea. 

Otro aspecto que merece destacarse es el relativo al carácter discriminatorio de la 

pena capital. Las estadísticas y estudios realizados, sobre todo en los Estados Unidos, 

revelan francas desigualdades en la aplicación de la pena de muerte, las cuales tienen 

como base la pertenencia a determinados grupos étnicos, raciales o sociales. 

Se tiene entonces que en este país la casi totalidad de los sentenciados a muerte 

está integrada por hombres pobres, de escasa educación, "no blancos" (comprendiendo 
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dentro de ellos a los negros, hispanos y orientales) y mayoritariamente pertenecientes a la 

clase obrera, siendo extremadamente raro que se condene a muerte a un blanco que 

pertenezca a la clase social y económicamente dominante.122  

Para el autor norteamericano Leonard L. CAVISE, las estadísticas sobre 

condenados realizadas en 1991 evidenciaron que los afroamericanos son condenados más 

a menudo a la pena de muerte, especialmente cuando la víctima es de raza blanca, siendo 

en este año que, por primera vez desde 1944, se ejecutó a un hombre blanco por el 

asesinato de un afroamericano. 23  

El autor Robert CARIO, por su parte, analiza el carácter discriminatorio de la 

pena de muerte desde la óptica de las características de personalidad criminal de los 

condenados, al examinar la incapacidad de estos para integrarse socioculturalmente. En 

consecuencia de ello, la pena de muerte golpea mayoritariamente a los sectores sociales 

menos capacitados para adaptarse e integrarse socialmente y que, producto de esa 

incapacidad, desarrollan comportamientos que son considerados ilegítimos por la 

comunidad.' 24 

La constatación de que la pena capital se aplica, la mayoría de las veces, a 

determinados sectores de la población, por razón de circunstancias como son, entre otras, 

la raza o la clase social, implica la necesaria aceptación de la existencia un sistema 

judicial selectivo que, al momento de proferir sus decisiones, realiza interpretaciones de 

las normas legales en las que influyen notablemente los prejuicios y creencias de la 

'22  SERRANO GEYLS, Raúl. Op Cit. p. 19. 
'CAV1SE, Leonard L. Op. Ct. p. 55. 
'24  CARIO, Robert. Op. Cit. p. 183, 
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sociedad ante la cual debe responder. 

El sistema judicial, a través de sus tribunales, decide a quien aplicar la pena de 

muerte y a quien no aplicársela, fundándose en elementos derivados ya sea de una 

determinada concepción sociocultural o del estado de las relaciones de poder existentes,  

en este Último caso para asegurar la permanencia de las estructuras de dominación 

clasista existentes. 

. La pena de muerte tiene un efecto crirninógeno 

Este arumcnto abolicionista, orientado a combatir el planteamiento 

antiabolicionista del carácter disuasorio o intimidatorio de la pena de muerte, parte de la 

premisa de que la pena capital, lejos de intimidar a los posibles infractores de la ley 

pcnal, puode ptopi 	el c'fcto rAntruio, a rteeft, pudo provom un cicto in4ctcir al 

delito, esptialrnein en delitos como el hteidc 

Ello se debe a que se considera que esta forma de reacción punitiva constituye un 

medio de legitimación de la violencia por parte del Estado. Pa BERISTAIN IPIÑA 

muchos ciudadanos, por la ley geueral del nhimetisrno o por otros motivos, pueden verse 

abocados a imitar la conducta violenta y homicida de la autoridad."'  

Y es que, como bien señala BOBBIO+  "Una de las pocas lecciones ciertas y 

constantes que podemos obtener de la historia es que Ja violencia genera violencia, no 

sólo de hecho, sino también, lo que es más grave, con todo un séquito de justificaciones 

1-21  BERISTAIN IPIÑA, Antonio. 'E1 Catolicismo ante la Pena de Muerte." La Pena de Muerte: 6 
Respuestas. p. 184. 
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éticas, jurídicas, sociológicas que la preceden o la siguen No existe violencia, incluso la 

más cruel, que no haya sido justificada corno respuesta, corno única respuesta posible a la 

violencia de otros: la violencia del rebelde corno respuesta a la del estado, La de éste a la 

del rebeldes  en una cadena sin fin,,  

Significa ello que la respuesta violenta del Estado frente al delito en vez de lograr 

un efecto disuasorio, genera un círculo de violencia, con lo cual se logra el fin contrario 

al propuesto, especialmente si va acompañada de publicidad. 127 

Al respecto, GIMBERNAT ORDE1G recuerda el episodio acontecido en Madrid 

durante el otoño de 1975, cuando se condenó y fusiló a los presuntos culpables de los 

asesinatos de varios agentes de la autoridad. La excesiva atención que se le brindó a los 

fusilamientos aparentemente propició que el P de octubre de ese aflo otras personas 

cometieran los mismos delitos que se deseaba prevenir. 128  

flste efcçto criminóeno de la pena de niuei'ic c iM ovitiente cuando se »Plictt a 

mícmbros de gtups terroristas. intedos Por individuos que, tn*s que seguidores, son 

fanáticos de una determinada ideología - poiitKa y/o religiosa que es la orientadora d 

las causas que dicen defender, razón por la cual son fieles convencidos de que la 

utilización de la violencia es la vía más adecuada para el logro de sus objetivos, aunque 

ello signifique la muerte de personas inocentes. Téngase de qjemplo los múltiples 

atentados cometidos por grupos corno Sendero Luminoso, Tupac Amaru y ETA, sin dejar 

do lado a los grupos radicales islámicos, por mencionar algunos do los más beligerantes 

' 80I3130. Nórbeiio. "El debate actual sobra 1* pena de rnüne."  l Tiempo de los Oerçj. P. 239. 
IVNAKELL. Bany citado por SERRANO OYLS. Raúl Op. Cit. p. 20. 
'GIMI3RNAT ORD(C, Ennque. Pena de muerte y abnn. p. 33. 
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Para Jean-Pierre NAFION, en estos casos, la pena de muerte solo serviría para 

calmar la opinión pública, pero no impediría la comisión de atentados terroristas. Si 

acaso, podría tener un efecto intimidatorio con relación a los menos comprometidos con 

la causa, pero presentaría graves inconvenientes, ya que, por un lado, el terrorista 

condenado a muerte se convertiría en un mártir a los ojos de sus compañeros de lucha, 

atrayendo nuevos adeptos a la causa y por otro, se otorgaría a los grupos terroristas una 

nueva razón para continuar en la lucha. 129 

Por tales razones, la aplicación de la pena capital en vez de representar la 

erradicación de los grupos terroristas, puede llegar a significar la glorificación y 

consiguiente justificación de las causas perseguidas por éstos, ya que al darle significado 

a su existencia y promover la afiliación de nuevos simpatizantes el resultado que se 

obtiene no es otro que la continuación del conflicto con la correspondiente secuela de 

violencia. 

4. Existencia del cargo de verdugo 

Los adversarios de la pena de muerte alegan en su contra que la misma requiere 

de la existencia de una o varias personas, al servicio del Estado, las cuates tendrán la 

responsabilidad de hacer cumplir o ejecutar las sentencias impuestas a los condenados, en 

las formas y medios en ellas establecidos. 

29  NAHON, Jean-Pierre. "La Pena capital aplicada a los terronsta." La_Pena &.  Muerte  _en_eLUmbra1  del Tercer 
Milenio.  p. 215. 
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Para el autor argentino Sebastián SOLER "La interposición de un ejecutor 

especialista comporta una verdadera deformación, pues si se siente que el acto personal 

de inferir la muerte a un semejante indefenso y en frió es una profanación, ese acto no 

mejora moralmente al ser ejecutado por medio de otra persona: lo que moralmente se 

puede mandar a otro que haga es lo que moralmente puede uno mismo hacer." Í30 

Se considera que a través de la existencia del verdugo el Estado establece una 

maquinaria profesional destinada a la eliminación de seres humanos, por situarse en un 

piano moral superior al individuo que es condenado a morir por presuntamente haber 

cometido un delito capital, cuando en realidad está llevando a cabo una acción similar a 

aquella por la cual ha reprochado al individuo, amparándose en una legitimación que se 

otorga a sí mismo. 

Otro aspecto que contempla este argumento abolicionista, y que se ubica también 

en el plano moral, estriba en el reconocimiento de una fuerza corruptora de la pena de 

muerte, de forma tal que la repetición del acto de matar hace que el verdugo pierda todo 

sentido moral, acostumbrándose al cumplimiento de su tarea y considerándola como una 

cuestión trivial. 131 

Al convertirse en un ser amoral debido a la repetición constante del acto de causar 

la muerte a un semejante, el verdugo llega a disfrutar su oficio, e incluso puede estar 

° SOLER, Sebastián. Op. Cit. p. 424. 
131 BARBERO SANTOS, Marino. Pena de Muerte (El Ocaso de un Mito). p. 37-38. El autor ilustre su punto de vista 
con la anécdota referida por el alemán Bockelm&n en los siguientes términos: "Un día tuvo que participar corno oficial 
auditor en una ejecución y pasó la noche anterior en una situación angustiosa indescriptible. Su misión consistia en 
desvelar al condenado a las seis de la mañana para comunicarle que dos horas más tarde seria fusilado. Acompañarle 
esas dos horas en su deambular por los patios de la prisión. Conducirle ante el pelotón y luego, verle caer acribillado a 
balazos. Escribir, por último, una carta a su madre. Cuando varias semanas después hubo de actuar por segunda vez, 
durmió la noche precedente. Y en la tercera ocasión, transcurridos algunos meses, le pareció un servicio rutinario." 
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dando rienda, bajo el amparo del Estado que le otorga la potestad de matar impunemente, 

a una secreta inclinación criminal. 

El rechazo hacia la figura del verdugo no varia ni siquiera en la actualidad, en la 

cual por una pretendida "humanización" de la pena de muerte, que lo único que ha hecho 

en realidad es sustraerla del espectáculo público que otrora la caracterizara, los modernos 

verdugos son enfermeras, médicos u otros profesionales cuya finalidad es vigilar que la 

muerte acaezca con el "menor sufrimiento posible". 

Pero dentro de este argumento también cabe hacer un interesante planteamiento, 

referido a que si solo puede ser considerado verdugo quien ejecuta la sentencia 

condenatoria como consecuencia del ejercicio del cargo público que le impone tal deber 

legal. 

Para FOUCAULT "El verdugo no es simplemente aquel que aplica la ley, sino el 

que despliega la fuerza; es el agente de una violencia que se aplica, para dominarla, a la 

violencia dci crimen. ,132 

Por su parte BARBERO SANTOS, sostiene que en una ejecución capital se 

encuentra implicado el Estado a través de sus tres poderes: Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial, por lo cual cada uno de ellos cumple el papel de verdugo, ya que el legislador 

prevé la pena, el juez la impone y el titular de las potestas pública la confirma. '33  

De los anteriores planteamientos, teniendo en consideración que la pena de 

muerte se aplica por el Estado como una reacción ante la infracción de su ordenamiento, 

se desprende que serían verdugos, no sólo los funcionarios que se encargan de ejecutar 

FOUCAL'LT, Michel. Op. Cit  p. 57. 
BARBERO SANTOS, Manno. Pena de Muerte (El Ocaso de un Mito).  p. 40, 
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materialmente la pena, sino también todos aquellos que intervienen en el proceso que 

conducirá a su vigencia efectiva dentro de una sociedad: el legislador que crea la 

norma por la cual se establece la pena de muerte y que establece las conductas que 

serán sancionadas con esta forma de sanción; el juez que al pronunciar la sentencia 

decide que es ésta y no otra la sanción que se aplicará al caso concreto y el soberano que 

la hace cumplir. 

S. La pena de muerte es irracional 

Un último argumento contra Ja pena de muerte al que haremos alusión, está 

referido a la ausencia de todo carácter racional en dicha forma de sanción, ya sea porque 

no cumple con los fines y características que modernamente que se le reconocen a la pena 

como consecuencia jurídica del delito o porque supondría una autorización al Estado para 

actuar en forma ilimitada para la consecución de sus objetivos, aun cuando ello signifique 

que esa actuación pueda realizarse en desmedro de las garantías y derechos de los 

ciudadanos. 

Para ZAFFARONNI la pena de muerte es irracional toda vez que queda fuera del 

concepto de pena, al no cumplir con la función de prevención especial particular que se le 

reconoce a esta última en el Derecho Penal contemporáneo, sino que solamente tiene por 

objeto la supresión definitiva e irreversible de un ser humano. 

Se trataría, en todo caso, no de una pella sino de un simple inipedirnento fisico 

similar a la amputación de la mano al carterista o a colocar una pared para impedir el 
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avance de peatones o de vehículos y cuyo tratamiento no correspondería al Derecho 

PenaL'34  

Evidentemente, al no poder cumplir con una función resocializadora, la pena 

capital perdería todo sentido y razón de ser, pues, obviamente, no puede hablarse de 

resocialización cuando la aplicación de la pena conlleva La supresión de Ja vida de la 

persona sobre quien debe actuar. 

Los partidarios de la pena de muerte responden insistiendo en que la 

resocialización no es la única finalidad que cumple la pena, ya que también ésta cumple 

una finalidad intimidatoria y una finalidad de eliminación. Al no poder alcanzarse la 

resocialización en todos los casos, la pena capital satisface sus otras finalidades, 

especialmente en los casos de delincuentes que ya no son susceptibles de enmienda. 35  

Desde otra perspectiva, DE LA BARREDA SOLÓRZANO considera que la 

pena de muerte no posee razón de ser alguna si se acepta que el Estado democrático no 

puede ponerse a la misma altura que los criminales y que siendo la vida el bien de más 

alta jerarquía, si se le confiere al Estado la autorización para castigar privando de ella, 

prácticamente se le estaría autorizando a todo.  116 

'ZAFFARONN1, Eugenio Raúl. Op. Cit.  p. 705. 
131 SANDOVAL HUERTAS, Emiro. OD. Cit.  p 245-246. 
136 DE LA BARREDA SOLÓRZANO, Luis, "Sinrazón de la pena de muerte". Gaceta.  N° 1 Año 111. Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Federal. México. 1996. p. 16- 
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CAPÍTULO III 

LA PENA DE MUERTE EN LA LEGISLACIÓN PANAMEÑA 



1 CONSIDERACIONES PRELIM1NARS 

La regulación de la pena de muerte dentro del ordenamiento jurídico de nuestro 

país, requiere necesariamente de la realización de una serie de consideraciones, no solo 

sobre su vigencia en una determinada etapa histórica, sino también sobre los instrumentos 

de Derecho Interno y de Derecho internacional que, complementando la legislación 

interna, impiden la vigencia de ésta forma de reacción penal en nuestra país. 

Debe señalarse que no han faltado quienes erróneamente han supuesto que dicha 

pena no ha sido aplicada nunca en nuestro pafs,'37  cuando la realidad histórica demuestra, 

no sólo que estuvo regulada sino que fue aplicada en tres ocasiones con base a las 

normativas vigentes en diferentes períodos, correspondiendo a Vasco Nufiez de Balboa, 

en la época de la colonia española, y a Pedro Prestri y Victoriano Lorenzo, en Ja época 

do nucstra anexión a Colombia, 110  cl dudoso honor do ser los únicos uieiotw4os a lá 

pena capital que registra nuestra Historia patria, por actos que en su momento íteron 

considerados delictivos par quienes detentaban el poder político en el isixno panameño. 

A esta falsa conclusión pudicra arribarse si se considera que. con excepción de la 

Constitución panameña de 1904, no ha existido ningún texto legal panameño que hoya 

recogido esta pena, aparte de que no se registran ejecuciones en el periodo republicano, 

ni siquiera bajo la vigencia de esta primera excerta constitucional. 

Por otra parte, la tradición constitucional posterior, así como la ratificación e 

incorporación a nuestra legislación de diversos instrumentos internacionales en materia 

" CASCO ARIAS, Luis Guillermo en VOLOJ PEREIRA, Carlos Alberto. Qptn  Preámbulo, 
AJANOO DURL[NG, Virginia. Op. Cit.  p42. 
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de Derechos Humanos, denotan una clara tendencia a la erradicación de la pena de 

muerte como mecanismo para sancionar ninguna clase de delitos. 

Ello es así, porque a pesar de existir todavía una cantidad considerable de países 

en los cuales la pena de muerte tiene aplicación y vigencia real y efectiva, y la existencia 

de otros países en los cuales se mantiene formalmente -aun cuando de hecho no se aplica-

la tendencia actual es el abolicionismo de dicha sanción. 

II. 	EVOLUCIÓN DE LA PENA DE MUERTE EN PANAMÁ 

A. Durante la Época Prehispínica y de la Colonia 

En la época prehispánica, los diversos grupos indígenas que poblaban el istmo 

panameño y el resto del continente americano, mantenían su propia organización política 

y social, razón por la cual ante determinadas conductas, consideradas como violatorias 

del orden establecido, procedía la aplicación de sanciones, entre las cuales, se 

encontraba, sin duda alguna, la pena de muerte. 139 

Ello permite afirmar que la primera manifestación de la existencia de la pena de 

muerte en nuestro país se encuentra en el Derecho Indígena, regulador de la convivencia 

social de cada uno de los distintos pueblos indígenas que aquí estaban asentados antes de 

la llegada de los españoles. 

Al llegar los españoles a suelo panameño en el año de 1501, se inicia el proceso 

"9  Cfr. MUÑOZ POPE, Carlos Enrique: La Pena Capital en Centroamérica. p. 60 

69 



de colonización del istmo, con lo cual comienzan a trasladar a las tierras recién 

conquistadas y a imponer a los pueblos indígenas que ya estaban aquí ubicados, no sólo 

su cultura, creencias religiosas y tradiciones culturales, sino también su modelo de 

organización política y social, incluyendo el Derecha coma instrumento regulador de las 

relaciones sociales de las nuevas colonias. 

Es así como en este período se aplican tanto las normas provenientes del Derecho 

Indianos  cuya finalidad primordial era la de regular las relaciones surgidas en las 

diferentes colonias, como algunas normas vigentes en la península ibérica, 140  

Entre las más importantes regulaciones hispánicas que rigieron en el continente y 

consecuentemente, en Panamá, se destaca la Ley de las Siete Partidas, dictadas por 

Alfonso IX, y cuya Partida VII, Título XXXI disponía la pena de muerte como una de las 

maneras de sancionar a quienes cometieran las más graves infracciones al ordenaimento 

de la colonia. 141  También se aplicaron otros instrumentos jurídicos como la Recopilación 

y la Nueva Recopilación, esta última atribuida al Rey Felipe 11,142  las cuales también 

contenían normas relativas a la aplicación de la pena de muerte para ciertos delitos. 

C. Durante la unión de Panamá a Colombia 

Tanto la legislación emanada de la metrópoli española como la surgida 

'° Cfr ARANGO DURLING, Virginia Op. Cit. p. 42; MUÑOZ POPE, Carlos Ennque. La Pena Capital en 
Centroamnva.  p.  60. 

Cfr. SANDOVAL HUERTAS, Emito. Op. Cit. p. 20; MUÑOZ POPE, Carlos Enrique. La Pena Capital en  
Centroamri. p. 61. Dicha partida expresamente establecía que 'Suctc maneras fon de penas, porque pueden los 
juzgadores efcarmentar a los facedorcs de los yerros. E las cuatro ion de los mayores, e las tres, de los menores. La 
pnmera es dar a los ornes pena de muerte. 
'42  Cfr MUÑOZ POPE, Carlos Ennque La Pena Capial en Centroamérica. p. 61. 
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especialmente para regular la vida de las colonias, continuaron rigiendo en Panamá aún 

después de producirse nuestra independencia de España el 28 de noviembre de 1821 y 

nuestra inmediata inccnporación a la Gran Colombia, conjunto de naciones que abrazaba 

el ideario del Libertador Simón Bolívar y que mantuvo vigentes las disposiciones 

jurídicas emanadas del Derecho Indiano hasta sustituirlas o modificarlas posteriormente 

por normas que, aunque propias de dicha unión, evidenciaban una inspiración 

hispánica, 141 

Lo anterior es indicativo que, aún después de consumada la independencia de 

Fspaa, el tratamiento jurídico de la pena de muerte siguió siendo el mismo y así se 

mantuvo, incluso por las autoridades de la unión bolivariana, en diversos textos legales 

Así, en el Decreto de 27 de agosto de 1828, cuya regencia como texto de carácter 

constitucional debía mantenerse hasta el año de 1830, se estableció entre las facultades 

de! Jefe Supremo del Estado la de conmutar las penas capitales, teniendo en 

consideración el dictamen del Consejo de Estado y a petición de los tribunales que 

hubiesen decretado la sanción.144  

Posteriormente al desintegrarse Ja Gran Colombia, Panamá opta por no iniciarse 

como república independiente y voluntariamente decide penuanecer unida a la Nueva 

Granada o Colombia como un departamento de este país. 

Durante este período rigieron en nuestro país las normas constitucionales y 

legales emanadas de las autoridades políticas del Estado colombiano. Es así como 

tuvieron vigencia en Panamá, las constituciones neogranadinas de 1832, 1843. 1853, 

' Cfr MUÑOZ POPE, Carlos Ennquc. La Pena Cavital en Ccntteam&ica p 62. 

'Cft. SANDOVAL HUERTAS, Emiro Op. Cit.  p. 252. 
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1863 y  1886; los códigos penales de 1837, 1858, 1873 y  1890; y la Ley de 26 de mayo de 

1849. 

La Constitución de 1832 confería al poder ejecutivo la facultad de conmutar la 

pena de muerte por otra pena grave, previo consentimiento del Consejo de Estado, 

siempre que as¡ lo exigieran razones de conveniencia pública y a propuesta de los 

tribunales que hubiesen impuesto la sanción.145  Se aplicaba la pena capital tanto a delitos 

comunes como a delitos políticos. 

Bajo la vigencia de esta Constitución se promulgó el Código Penal de 1837, el 

cual no solo mantenía la pena de muerte sino que le otorgaba a su ejecución el carácter de 

espectáculo público reglamentado hasta en sus más mínimos detalles, todo ello con el 

propósito de lograr efectos atemorizantes y ejemplificadores entre la Población 
 .'46 

La Constitución. de 1843, por su parte, contenía una regulación de la pena de 

muerte similar a la de la Constitución de 1832, con la diferencia que no se hacía alusión 

al consentimiento previo del Consejo de Estado ni a la necesidad de propuesta por parte 

de los tribunales sancionadores. 147 

Durante el periodo de vigencia de esta Constitución, el movimiento abolicionista 

obtiene una primera victoria mediante la promulgación de la Ley de 26 de mayo de 1849 

141 fr. SANDOVAL HUERTAS, Emiro. Ibid p. 252- 
' 46  Cfr. SANDOVAL HUERTAS, Emiro. Qp. Çg. p. 253; MUÑOZ POPE, Carlos Enrique. La Pena Capital en 
Ccntroamnca. p. 63. conviene examinar el texto del articulo 34 del mencionado Código Penal cuyo tenor literal es el 
siguiente: "Artículo 34: Los reos condenados a muerte serán conducidos al suplicio con túnica y gorro negro, y con las 
manos atadas por delante con una cuerda, cuyo extremo llevará el ejecutor de la justicia vestid de negro. Si el 
delincuente fuere asesino, llevará la túnica blanca y ensangrentada; si traidor, irá descalzo, la túnica hecha pedazos y 
las manos atadas a la espalda; si parncida, irá igualmente descalzo con la túnica blanca ensangrentada y desgarrada, 
con una cadena al cuello y con las manos atadas a la espalda. 

En todo caso, tos reos irán acompaflados de los ministros de la religión, del subalterno de justicia que presida la 
ejecución, del escribano y alguaciles, en traje de luto, y de la escolta correspondiente." 

147 Cfr. SANDOVAL HUERTAS, Erniro. Qp. Cit. p. 253. 
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48 
 que eliminé la pena de muerte para los delitos políticos 1 , razón por la cual dicha sanción 

quedaba limitada, en cuanto a su aplicación, a los delitos comunes. 

La Constitución de 1853, por su parte, despojé, al poder ejecutivo de la facultad 

de conmutar la pena de muerte, asignándosela a la Suprema Corte de la Nación y 

solamente en los casos de delitos comunes, posiblemente bajo la consideración de que no 

tenía sentido mantener esa facultad en el ejecutivo cuando ya no se trataba tomar esa 

clase de decisiones frente a actos encaminados a atacar al poder político. '4  

En 1863, la Convención Constituyente reunida en Rionegro, expide una nueva 

Constitución, a La cual se le reconoce el mérito de haber consagrado, por vez primera, el 

abolicionismo de la pena de muerte a nivel constitucional para todos los delitos,150  ya 

que, al reconocer la inviolabilidad de la vida humana, consagraba el compromiso del 

Gobierno General y de los Estados a no decretar la pena de muerte en sus leyes.' S' 

La concepción abolicionista plasmada en esta Constitución, se reflejaría en la 

promulgación del Código Penal de 1873, en el cual ya no se hace establece la pena de 

muerte para ningún hecho delictivo, ni común, ni político. '52  

Toda vez que Colombia se encontraba sumida en una permanente confrontación 

intestina entre las facciones de la burguesía criolla agrupadas en los partidos liberal y 

conservador, en 1885 se procede a la abolición de la Constitución de 1863 y  a su 

'48 cfr, SANDOVAL HUERTAS, Emiro. Op. Cit. p. 254; MUÑOZ POPE, Carlos Enrique. La Pena Capital en 
Centroamérica, p. 64. 
149 Cfr. SANDOVAL HUERTAS, Emito. Op. Cit.  p.  256. 
'50 Cfr. MUÑOZ POPE, Carlos. La Pena Caoital en Centroamérica. p. 65. 
'51 Cfr. SANDOVAL HUERTAS, Emiro. Oo. Cit. p.257. 
152 Cfr SANDOVAL HUERTAS, Eimro. Op.  Cit.  p.  257, MUÑOZ POPE, Carlos Enrique. La Pena Capita' en 
Centroamérica. p. 65. 
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sustitución por un nuevo texto constitucionai.,' Che destacar que fue en este interim 

que se produjo la ejecución del panamcio Pedro Prestán por su supuesta participación en 

el incendio de la ciudad de Colón. 

Es entonces, que se promulga la Constitución de 1886, por medio de la cual se 

reimplanta la pena de muerte, pero limitándola exclusivamente a los delitos de traición a 

la patria en guerra extranjera, parricidio asesinato, incendio, asalto en cuadrilla de 

malhechores, piraterla y delitos militares previstos en las leyes reguladoras del ejercito y 

excluyendo su aplicación a los delitos políticos. 154 

A nivel de legislación codificada, se le dio vigencia en toda la República al 

derogado Código Penal de Cundinamarca del afo 1858, en el cual se contemplaba la pena 

de muerte para ciertos delitos comunes, pero no para los delitos de naturaleza política» 55  

Dicho cÓdigos  originariamente fue promulgado con posterioridad a la Ley de 26 

de mayo de 149 la cual hemos dicho suprinuia la pena de muert pm los delito 

palfticas, petu con ontonondad a. l Coistmcl&L de 1863, en la cual se, prÓdlLJo 1* 

abolición constitucional de la pena capital. 

En el. afio 1890 se expide un nuevo Código Penal, ci cual contemplaba la pena de 

muerte para ciertos delitos comunes y las excluía para lo5 delitos políticos, estableciendo 

que su ejecución se reaii7ar1n públicamente mediante fusilainivnto.16  

Es bajo la vigencia de esta Constilucón y de este Código Penal que se produjo la 

sentencia y posterior ejecución de Victoriano Lorenzo en el año 1903, una vez terminada 

Cft. SANDOVAL HUERTAS, Emfro, 	p, 261 
'Cfr. SANDOVAL HUERTAS, Emiro. Op C. p. 262. 

Cfr. SANDOVAL HUERTAS, Emito. Op. Cli. p. 263; MUÑOZ POPE Caritu Ennuc, La eena  CaDt1 el2 
con 	 P 

Cft. SANDOVAL HUERTAS. Emiro. &Id p. 263 
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la Guerra de los Mil Días, conflagración bélica entre los partidos políticos tradicionales 

colombianos (liberal y conservador) y en el que se involucró injustificadamente al istmo 

panameño y a sus habitantes, hasta casi propiciar su ruina. 

De igual forma, estos eran los instrumentos constitucionales y legales vigentes 

al 3 de noviembre de 1903, fecha en la cual se produce la independencia de Colombia. 

C. Durante la Época Republicana 

La proclamación de Panamá como República independiente y soberana, no 

significó la pérdida de vigencia del Código Penal colombiano de 1890, ya que mediante 

Decreto N° 4 de 4 de noviembre de 1903, Las nuevas autoridades ordenaron que 

continuara la vigencia de todas las normas legales colombianas que no estuvieran en 

conflicto con las disposiciones legales emitidas por el gobierno de la república recién 

constituida) 57  

Como consecuencia de lo anterior, la pena de muerte continuó teniendo vigencia 

en los términos previstos en el Código Penal colombiano de 1890, tanto en los aspectos 

sustantivos como los relacionados con la forma de ejecución de la sanción capital, 

mediante el fusilamiento público. 

Al promulgarse nuestra primera Constitución Política, en el año de 1904, se 

mantuvo la pena capital en el artículo 139, pero limitando si aplicación al delito de 

homicidio cuando revistiera caracteres atroces y mientras no existieran verdaderas 

'"Cfr MUÑOZ POPE, Carlos Enrique, !ntrodui&i11retto Penal.  p. 99: MUÑOZ R, Capo Elías y GUERRA 
DE VILLALAZ, Aura E Dteh9!ertaItanameo (Parte GeneraQ.  Ediciones Panamá Viejo. Panamá, 1977 p,92,  
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penitenciarías o establecimientos de castigo en la Repúb1ica.'5  

Con ello se observa que ci primer texto constitucional panameño opté por el 

mantenimiento de la pena de muerte para una sola clase de delitos, pero la fórmula 

utilizada por el constituyente de alguna manera revela la Intención de abolir dicha pena 

tan pronto se contara con establecimientos carcelarios adecuados para el cumplimiento de 

sanciones penales, especialmente en estos casos en los cuales es natural suponer se daba 

la posibilidad de una larga condena privativa de libertad. 

Posteriormente, mediante Ja Ley 3 de 1914 se dcroga la pena de muerte en 

Panamá, al establecer esta ley en su artículo 2 que en los casos más graves especificados 

en los primeros ocho numerales del articulo 586 del Código Penal sufriría la pena de 

quince a veinte años de presidio y en el caso menos grave, previsto en el numeral 9, la 

peta seria de doce a quince años. Igualmente, esta ley derogó el artículo 48 del Código 

Penal, en el cual se establecía el ft)silamentó como mecanismo pura la ejecuciÓn de la 

coMen.a capitales' 150 

Debe aclararse que dicha ley haie referencia al Código Penal colombiano de 

1890, que a la sazón mantenía vigencia en la República, en los tértninos establecidos en 

el Decreto N°4 de 4 de noviembre de 1904, debido a que no se había promulgado todavía 

un código penal panameño. 

No fue sino hasta el año 1916 que, mediante Ley 2 de 22 de agosto se aprueba 

nuestro primer Código Penal y deja de regir el Código Penal colombiano de 1890, al 

Cfr. ARANGO DURLING, Virginia, QDCit p. 42 MUÑOZ POPE, Carlos Enrique. La Pena Capital en 
Cenfroamérie. p. 69. La norma constitucional comentada eseablecia lo siguiente: "Articulo 139. La Ley salo podrá 
imponer la pena de muerte por el delito de homicidio cuando revista caracteres atroces. Esto, mientras no existan 
buenos establecimientos de castigos o verdaderas penitenciarias en la República." 
'Cft MUÑOZ POPE. Carlos Ennque, La Pena Capital en Centroamérica, p.70-71. 
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disponerse expresamente su derogatoria  y la de todas las leyes y disposiciones contrarias 

a la nueva normativa penal,'°  

Sin embargo, no fue sino a través de reformas constitucionales realizadas 

mediante los Actos Legislativos de 1917 y  1918 que se produce la abolición de la pena de 

muerte en Panamá.'6  

Cabe mencionar, que a pesar de la vigencia legal y constitucional de la pena de 

muerte en nuestro país durante el lapso transcurrido desde la independencia en el año 

1903, pasando por la Ley 3 de 1914, hasta los actos de reforma constitucional de 1,917 y 

1918, los textos y anales históricos y jurídicos panameños no registran la realización de 

alguna ejecución capital, con lo que bien podría decirse que Panamá podría ubicarse en 

este periodo dentro del grupo de países que mantenían la pena de muerte en sus cuerpos 

legales peto que pueden ser considerados "abolicionistas de hecho" por no haberla 

aplicado a nno de sus ciudadanos.  

En l9a.2 se aprueba un úCVó Cdio Perial medin1e Ly N' fi de ti -do-

noviembre 

e

novienbre de ese Mo el cual siguiendo los parámetros constitucionales vigentes desde 

las reformas, no introduce la pena de muerte en el catáiogo de penas legales previsto in el 

aiticulo 17 de dicho cuerpo de nonnas panales,' 62  

Las posteriores constituciones dictadas en los años de 1941 y  1946, en sus 

'Cfr. MUÑOZ POPE. Cwha Eanque j..aPia CaEanftú~& p. 72 
Cfr, MUÑOZ POPE, WIos Enzque. La Pone Cap 	Çnmainftia  p. 72; ARAN W< DURUNO, Vrgin. 

OJi p 42. 
('fr. MUÑOZ POPE, Calo Ennquc, La Pensapta en. Ccntr 	a  p. 13. Dicho rikur tabkfa como  

penas pÑ ipales la reclusión, la prisión, el airesto. el confinamiento. la  multa y la interdicción del ejercicio cia 
flinconea públicas, y cromo penas acceaoÑs la intcrdicción del ojercicio de derechos o fata- loneq públicas o del 
ejercito de ciert*5 prnesionea, anca u oficios, la sujeción a la vilancls de las autoridRdcs y el como. 
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artículos 31 y  30, respectivamente, mantuvieron la proscripción de la pena de muerte, 163  

tradición constitucional que nuestra Constitución Política vigente desde el año 1972 y 

reformada en el año 1983, ha conservado cuando en su artículo 30 cuando expresamente 

ha establecido que en Panamá "No hay pena de muerte, de expatriación ni de 

confiscación de bienes." 

En concordancia con el precepto constitucional, el Código Penal vigente excluye 

la pena de muerte del catálogo de penas consagrado en el articulo 46, al establecer como 

penas principales la prisión y el día-multa y como penas accesorias la inhabilitación para 

el ejercicio de funciones públicas; la inhabilitación para el ejercicio de una profesión, arte 

o industria; la interdicción legal limitada a los derechos que se determinen en cada caso y 

el comiso. 

M. LA PENA DE MUERTE EN INSTRUMENTOS INTERNACIONALES 
RATIFICADOS POR PANAMÁ 

Además de las disposiciones de Derecho Interno establecidas la Constitución 

Política y en el Código Penal, la República de Panamá ha suscrito y ratificado numerosos 

instrumentos internacionales que reafirman la vocación abolicionista de este país y, Los 

cuales, conjuntamente con los preceptos constitucionales y legales antes mencionados, 

sirven de sustento jurídico para rechazar todo intento de restablecimiento de la pena 

capital. 

' 	El artículo 31 de (a Constitución Política de 1941 su letra establecía que No habrá en Panamá pena de muerte. 
Tampoco podrá imponerse pena de destierro a los panameños." Par su parte, el artículo 30 de la Constitución Política 
de 1946 establecía que "No hay pena de muerte, de expatriación ni de confiscación de bienes." 
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Es as¡ corno nuestro paÍs ha incorporado algunos de las nus importantes 

declaraciones y convenciones de Derechos Humanos en los cuales se hace referencia, 

tanto a la consagración del derecho a la vida y su inviolabilidad como derecho 

fundamental, corno a lo conveniente que seria en este ámbito que se llegara a la abolición 

de la pena de muerte por parte de la totalidad de los miembros de la comunidad 

internacional, al establecer parámetros que impiden su reinstauracón en los Estados que 

ya la hayan abolido y parámetrcs para Ja aplicación y ejecución en los países que opten 

por su mantenimiento y vigencia. 

Entre los instrumentos internacionales más importantes en materia de pena de 

muerte y que han sido suscritos y ratificados por Panamá podemos mencionar tos 

siguientes: 

A. Dtdaadón UnlvcraJ de los »ei'ectios iiuim*n 

Esta declaración, la cual fUe adoptada mediante resolución 37-Á. (UI) de 10 de 

diciembre de 1948, por la Asamblea General de la OrganiLacón de Naciones Unida 

(ONU), a raír, de los actos de barbarie ejecutados por los alemanes contra el pueblo judÍo 

durante la Segunda (iuerra Mundial, y para prevenir la futura coni.isión de actos 

similares, recoge en su texto los principales derechos inherentes a todos los hombres y 

mujeres por su condición de seres humanos. 

En su articulo 3, dicha declaración establece que "Todo individuo tiene derecho a 

la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona", por lo que, corno se observa, se trata 
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el derecho a la vida en forma conjunta con otros derechos como lo son la libertad y la 

seguridad y no se hace referencia alguna a la posibilidad que los Estados puedan (imitar 

el derecho a la vida a través de la pena capital, pero tampoco se establece prohibición 

expresa al respecto. 

Comenta CSONKA que durante los trabajos preparatorios de la declaración se 

debatió acerca de la conveniencia de tratar en ella el problema de la pena de muerte. La 

tesis que sostenía que en la declaración debía afirmarse que la pena de muerte era 

violatoria del derecho a la vida no obtuvo la aceptación general por considerar que no 

existía incompatibilidad entre éste y aquella.' 64 

Por esta razón puede afirmarse que si bien la declaración constituye un primer 

avance en cuanto al reconocimiento del derecho a la vida como derecho fundamental que 

le asiste a cada individuo por su condición de ser humano, no puede decirse que la 

misma estuviese plenamente orientada hacia la proscripción de la pena capital de los 

ordenamientos jurídico-penales de los Estados miembros de la ONU o a evitar que la 

misma se aplicara por parte de éstos. 

EL Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 

Aprobada durante la Novena Conferencia Internacional Americana celebrada en 

Bogotá, Colombia en el año 1948, esta declaración tiene un carácter regional, ya que 

solamente tiene aplicación en los países del continente americano que la adopten. 

164 CSONKA, Peter. Op. Cit p. 148. 
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El articulo 1° de la declaración contiene una redacción similar a la del artículo 3 

de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, al establecer que "Todo ser 

humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la integridad personal", y al igual que 

asta no hace referencia expresa al terna de la pena de muerte y su abolición. 

C. Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos 

Adoptado mediante resolución 2200-A (XXI) de 16 de diciembre de 1.966 por la 

Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas, tiene la virtud ser el primer 

instrumento internacional por medio del cual se "pretendió traducir en obligaciones 

jurídicas una parte de los principios enunciados en la declaración universal y donde 

aparece el primer intento de limitar la pena de muerte."15  

Pste documento hace referencia al derecho a la vds y *1 problema cte u privación, 

mediante la pena de muerte en ci WICulo 6, el cual consta de sciq numcralcs. 

El numeral l' de este articulo establece que l derecho a la vida es inherente a la 

persona humana. Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la 

vida arbitrariamente." 

Hasta aquí, pareciese no existir incompatibilidad alguna entre derecho a la vida y 

pena de muerte, ya que solo se seflala la imposibilidad de privar la vida a un ser humano 

en forma arbitraria, lo cual, se supone no ocurre con ci Estado al momento de aplicar la 

pena de muerte, ya que este último actúa en ejercicio do su ius puntendL 

CSONKA Prter, Op. Ct p. 149. 
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En los numerales 2, 3, 4, 5 y  6 se establece una serie de limitaciones a los 

Estados, las cuales se resumen en las siguientes: 

e En los países que hayan abolido la pena capital sólo podrá imponerse por los 

delitos más graves, de conformidad con las leyes que se encuentren en 

vigencia al momento de la comisión del delito y que no sean contrarias a las 

disposiciones del Pacto ni a las de la Convención para la prevención y la 

sanción del delito de genocidio y por cumplimiento de una sentencia 

definitiva dictada por tribunal competente (numeral 2). 

• Si la privación da la vida constituye delito de genocidio. nada de lo dispuesto 

en este articulo podrá oponerse para excusar a los Estados Partes del 

cumplimiento de las obligaciones contral das en virtud de las disposiciones de 

la Convención para la prevención y la sanción dci delito de genocidio 

(munaral ), 

* Toda persona condenada a muerte tendrá drohn a solicitar ci indulto o la 

conmutación de la pena, los cuales, al igual que la amnistía, podrán ser 

concedidos en todos los casos (numeral 4). 

• No se podrá imponer la pena de muerte a las personas menores de 18 aflóq o a 

las mujeres en estado de gravidez (numeral 5). 

e Los Estados Partas no se podrán oponer las disposiciones contenidas en este 

articulo para demorar o impedir la abolición de la pena capital (numeral 6). 

El articulo en cuestión señala que en los paises que no hayan abolido La pena de 

muerte, ésta solo se impondrá por delitos considerados graves, gravedad que deberá 

apreciarse en el contexto de las legislaciones de cada uno de los Estados Partes, de forma 
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que cada legislación determinará que conductas son consideradas graves y por tanto 

merecedoras de ser sancionadas con esta pena. 

Adicional a ello, debe tratarse de un delito que esté previsto por una ley nacional 

anterior a su comisión, con lo cual cobra especial vigencia el principio de legalidad 

formulado bajo el aforismo latino nullum crimen, nulla poena sine praevia lege, ya que 

si la conducta que se dice delictiva y merecedora de esta pena no se encuentra tipificada o 

encontrándose tipificada no es sancionada con la pena capital, no puede aplicarse, en 

consecuencia, la pena de muerte. 

También en el artículo se hace referencia a una serie de garantías procesales que 

deberán cumplirse para proceder a la dictación de una condena capital, las cuates pueden 

resumirse en las siguientes: 

• Que se imponga la pena mediante sentencia 

• Que dicha sentencia haya sido dictada por un tribunal competente 

• Que trate de sentencia definitiva, es decir, que ya no admita recurso alguno. 

Por otra parte, aún cuando el articulo no lo establezca en forma expresa, solo se 

podrá aplicar la pena capital cuando se cumplan con todas las garantías que las normas 

constitucionales y legales concedan a! individuo (derecho a la defensa, doble Instancia, 

presunción de inocencia, impugnación, debido proceso, etc.). 

De igual manera, no se podrá aplicar la pena de muerte cuando el Estado Parte 

haya violado el cumplimiento de obligaciones derivadas del Pacto o de la convención 

para la represión y sanción del delito de genocidio, lo cual significa, en lo concerniente a 

las obligaciones derivadas del Pacto, que "dicha interdicción impide la ejecución de 

personas condenadas a muerte tras un juicio injusto, así como también impide penalizar 
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con el delito capital el ejercicio de los derechos habitualmente defendidos por el pacto y 

que pueden ser condenables (la libertad de reunión, por ejemplo) en situaciones 

excepcionales de peligro púbiico."1  66  

En lo referente a las obligaciones derivadas del Convenio para la represión y 

sanción del delito de genocidio, se pretende fundamentalmente evitar que la pena de 

muerte sea utilizada para la exterminación de grupos humanos, por razones de 

nacionalidad, raa etnia o credo religioso, situaciones estas que son contempladas como 

objeto de sanción por parte de esta convención. 

Respecto a las situaciones personales del condenado, se establece que los mismos 

tienen derecho al indulto, la conmutación de la pena y la amnistia, los cuales podn 

solicitar y serle concedidos en todos los casos sancionados con la pena capital y que no se 

podrá aplicar la pena de muerte a quienes al momento de la comIsión del hecho no 

hubiesen cumplida los dieciochonfíos y a las neís en 	do de emhrzo. 

Sobre el nas esp efflco de lu mujeJes embartradas Iftintcrprct*ctn iiteia.1 de la 

non'na parece conducir a la conclusión que la prohibición sólo subsiste mientras la mujer 

se encuentra en estado de gravidez y para garantizar la vida del hijo por itacer, razón por 

la cual. debe admitirse Ja posibilidad de realizar la ejectición con posterioridad al 

aiurnbrmiento es deeir, una vez producido el nacimiento del hijo de la sancionada a 

pena capital, 

Por úhimo, merece destacarse que, si bien el articulo en cuestión en ninguno de 

sus numerales establece la obligatoriedad de los Estados Parres para abolir la pena de 

muerte, no debe perderse de vista que la lectura del mismo deja entrever que la abolición 

CSONKA, Ptet Op. Cit. p. 152- 
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es la situación ideal y por tanto la más deseable de todas, y que mientras subsista debe ser 

aplicable únicamente por vía de excepción. 

El Pacto es complementado por el Segundo Protocolo Facultativo aprobado 

mediante resolución 44/128 de la Asamblea General de la ONU, en cuyo preámbulo se 

deja asentado que la abolición de la pena de muerte es una situación deseada ya que todas 

las medidas tendientes a su abolición de la pena de muerte deben ser consideradas un 

adelanto en el goce del derecho a la vida. 

El artículo 1 dicho documento establece que "No se ejecutará a ninguna persona 

sometida a la jurisdicción de un Estado Parte en el presente Protocolo" (numeral 1) y que 

"Cada uno de los Estados Partes adoptará todas las medidas necesarias para abolir la pena 

de muerte en su jurisdicción" (numeral 2). 

Este documento ha sido considerado el primer instrumento internacional a favor 

de la abolición de la pena de muerte en tiempo de paz,167  toda vez que en su articulo 2 se 

establece la inadmisibilidad de reservas al mismo salvo que, al momento de la 

ratificación o la adhesión, se formule reserva en la que "se prevea la aplicación de la pena 

de muerte en tiempo de guerra como consecuencia de una condena por delito sumamente 

grave de carácter militar cometido en tiempo de guerra" y se comunique al Secretario 

General de la Organización de Naciones Unidas, al momento de la adhesión o 

ratificación, cuáles son las normas pertinentes que la legislación del Estado que formula 

la reserva considera como aplicables en tiempo de guerra y, asimismo, que el Estado que 

hace la reserva comunique a este dignatario de la ONU, el comienzo o fin de un estado de 

167 CSONKA, Peter. Op. Cfi. p. 155. 
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guerra aplicable en su territorio, esto último, evidentemente para prevenir que se aplique 

la pena de muerte cuando todavía no existen o han cesado las condiciones que permiten 

la aplicación de la pena de muerte. 

Al contemplar la abolición en tiempo de paz, se permite el mantenimiento de la 

pena capital en tiempo de guerra, lo cual queda evidenciado en la posibilidad de formular 

reservas que permitan su aplicación en tiempo de guerra por la comisión de un delito de 

carácter militar que revista suma gravedad. 

Los restantes nueve artículos del Protocolo están referidos a la competencia del 

Comité de Derechos Humanos para conocer de los casos de incumplimiento a las 

disposiciones del Protocolo y a procedimientos para la adhesión o ratificación del mismo 

por los Estados Partes que hayan firmado el Pacto de Derechos Civiles y Políticos y su 

vigencia inició el 11 de julio de 1991. 

Nuestro país firmó el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, el 27 de julio de 

1976, es decir, diez años después de su adopción por la Asamblea General de la ONU y 

lo ratificó mediante Ley NÓ  14 de 28 de octubre de 1976. 

D. Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José) 

Adoptada en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969 durante la 

Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos bajo los auspicios de 

la Organización de Estados Americanos (OEA), la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, conocida también corno "Pacto de San José", fue ratificada por 

Panamá mediante Ley N° 15 del 28 de octubre de 1977. 
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Esta Convención se ocupa del derecho a la vida y del problema de la pena capital 

en su artículo 4, en términos similares a los establecidos en el Pacto de los Derechos 

Civiles y Políticos, pero ampliando la visión abolicionista de este último. 

Así, el articulo en cuestión, en su numeral 1° establece que "Toda persona tiene 

derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a 

partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de 1a vida 

arbitrariamente," 

Se constata que la Convención extiende la protección del derecho a la vida, ya no 

desde el nacimiento sino desde el momento de la concepción, esto es, el derecho existe 

aun cuando el individuo no ha adquirido todavía la condición de persona. 

Igualmente, establece en su numeral 2° una serie de garantías que deberán rodear 

el procedimiento de imposición de la pena de muerte en los paises que no la hayan 

abolido, cuando preceptúa que "En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta 

sólo podrá imponerse por los delitos más graves, en cumplimiento de sentencia 

ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con una ley que establezca tal 

pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito. Tampoco se extenderá su 

aplicación a delitos a los cuales no se aplique actualmente." 

Lo anterior significa que para imponer una pena capital en un país que no haya 

abolido la pena de muerte se tendrá que cumplir con condiciones que constituyen 

garantías a favor del sujeto, siendo éstas: 

e Que la pena capital sólo se aplique por los delitos considerados más graves, 

esto obviamente teniendo como base lo establecido en la legislación interna 

del Estado en el cual se aplica la pena. 
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• Que la pena se imponga mediante sentencias  dictada por tribunal competente 

para ello, según las leyes nacionales. 

• Que Ja sentencia se encuentre ejecutoriada, es decir, que ya se hayan agotado 

todos los recursos que la legislación interna prevea para la impugnación de 

dicha sentencia. 

• Que la pena capital haya sido establecida por una ley anterior a la fecha de 

comisión de] delito (principio de legalidad), sin que se pueda extender su 

aplicación a otros delitos que no la tengan prevista. 

Por su parte, en los numerales 3 y4  de este artículo se introducen las que pudieran 

considerarse las mayores novedades de este instrumento con relación a otros similares. El 

numeral 3 expresamente señala que "No se restablecerá la pena de muerte en los Estados 

que la han abolido" en tanto que e. nwncral 4 expresa que '4F.n xingn caso se puede 

aplicar la pena de muerte por dlitos poiftios ni coniune nnCxó5 con los lfticns," 

Ambos numerales evidencian la psición netamente Luvorable a la abolición de la 

pena de muerte de esta Convencón, ya que impone, a Los Estados firmantes que ya hayan 

precedido a la abolición de la pena de muerte, la prohibición de volver a restablecerla 

Ello se reafirma con la prohibición de aplicar la pena capital. no solo a los delitos 

políticos, sino también a los delitos comunes que guarden conexidad con un delito 

político, es decir, si el individuo ha cometido un delito común, pero este delito está 

relacionado con un delito político, al no poderse sancionar el delito político con la pena 

capital, tampoco se podrá sancionar con esta pena los delitos comunes que estén 

conectados o relacionados con aquél. 
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En todo caso, la determinación del carácter politice de una infracción es una 

cuestión que se hace depender de las con-lentes que en esta materia existan en las 

legislaciones internas de cada Estado. 

Por último, los nuneralcs 5 y 6 de este articulo, al igual que el Pacto de Derechos 

Civiles y PolÍticos, contempla una serie de restricciones o limitaciones con relación a la 

persona del condenado a muerte., en el sentido de establecer en el numeral 5 que "No se 

impondrá la pena de muerte a personas que al momento de la comisión del delito, 

tuvieren menos de dieciocho arios o más de setenta ni se lc aplicará a las mujeres en 

estado de gravidez." 

Al respecto son válidas las consideraciones que en su momento hiciéramos al 

Pacto de Derechos Civiles y Políticos, aunque debe acotarse que la Convención agrega un 

nuevo grupo de sujetos a quienes no se les puede aplicar la pena de muerte por razÓn de 

su tdad y que no estt amparados por c Pacto, ya que además: fr los Ibeno¡49de 

diec.ioch ¿&s, tampóco puclen ser condcnatlas a esta pena, las poronais que nl 

Inc -mento de la t'omisión dci delito hayan cumplido los setenta amos de edad. 

Por su parte,  el nwneral 6 establece que "Toda persona condenada a muerte tiene 

dcrcho a solicitar la anmistia, el indulto o la, conmutauón de la pena, los cuales podrán 

ser concedidos en todos los casos. No se puede aplicar la pena de muerte mientras la 

solicitud esté pendiente de decisión ante autoridad competente." 

El numeral en cuestión no solo deja por sentado que a los condenados a pena de 

muerte les asiste el derecho a solicitar que dicha pena sea extinguida mediante indulto o 

amnistía o conmutada por otra pena distinta, como seria la pena privativa de libertad, sino 

que, además establece una prohibición que impide la aplicación de la pena de muerte 
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mientras n° exista un pronunciamiento de la autoridad competente para decretar la 

amnistía, indulto 	conmutación de pena cuando medie solicitud para ello por un 

condenado a muerte. Con ello, se pretende evitar que se produzcan ejecuciones antes que 

se haya llegada a una decisión sobre la procedencia de la solicitud de un sentenciado para 

poder ser beneficiada con la aplicación de cualquiera de estos institutos, y de esta manera 

evitar que una decisión, favorable a dicha solicitud llegue con posterioridad al 

Cumplimiento efectivo de la sentencia condenatoria. 

Posterionriente, el 8 de junio de 1990, mediante resolución AGIRES. 1042-XX-

0190 la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos adoptó el Protocolo 

a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la abolición de la pena 

de muerte. Este Protocolo fue ratificado por Panamá a través de la Ley N0  31 dci 18 de 

junio de 11991 

El articulo 1 del ?rtoeøk, es'uula que Lo Fi1ados PA40,9 en el prcscmc 

no 	4r4n en su territorio la pena de muerte a ninguna persona somctidi a .su 

jurisdicci6n" 

En los restantes tres atticulos se establece la inadniisión de reservas al Protocolo, 

salvo que en el momento de la finna los Estados Partes declaren que se reservan el 

derecho a aplicar la pena de muerte en tiempo de guerra, de conformidad a las normas del 

Derecho Internacional en los casos de delitos sumamente graves de earrcer militar, 

debiendo comunicar al Secretario General de la Organización de Estados Americanos, al 

momento de la ratificación o de la adhesión cuáles son las disposiciones que prevé su ley 

nacional para tiempos de guerra, así como el inicio o fin de un estada de guerra (artcu10 



2); condiciones relativas a la firma, ratificación o adhesión al Protocolo (artículo 3) y 

vigencia del Protocolo (artículo 4). 

Por su similitud con el Protocolo al Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Pol!ticas, son perfectamente válidas con relación al Protocolo a la Convención de 

Derechos Humanos relativo a la abolición de la pena de muerte, las observaciones 

formuladas con relación a aquél. 

Este instrumento básicamente reafirma el compromiso plasmado en la 

Convención de propulsar el abolicionismo de la pena de muerte, tal cual parece deducirse 

del preámbulo del mismo en el cual se alude a la inalienabilidad del derecho a la vida y a 

la tendencia abolicionista de los Estados americanos como forma de protección más 

electiva del derecho a la vida 

Es allí donde radica la importancia de este Protocolo ya que debe softalarc que 

los liflicos que pueden hnnarK o I<Iherituo a 61 Yla se Oneu0,100 vincn1atl* pos' l 

numovales del 3 y  4 del nIuJo 4 de 1* Convcnci6r1  el cual c retierc al COMPtOynílst> do 

no restablecer la pena de muerte cuando ya hayn sido abolida y a no penalizar con cHa 

delitos que no la tengan contemplada con anterioridad» 

IV. TPN1)ENCIAS ACTUALES EN MATERIA DE PENA DE MUERTE 

Examinados los contenidos de los cuerpos normativos de orden izitcmo e 

internacional relativos a la pena de rnuerte resulta conveniente realizar un breve análisis 

de la situación actual de la pena de muerte corno forma de reacción penal 

'' CSONKA, Petv, Op. Cit. p  160 
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La tendencia que pareciese estarse imponiendo, al menos a un nivel declarativo, 

es Ja abolición de la pena capital y ello se ha reflejado en la adopción, por parte de un 

gran número de miembros de la comunidad internacional, de las declaraciones, 

convenciones y pactos emanados de los sistemas de protección de Derechos Humanos, 

tanto a nivel universal (Organización de Naciones Unidas) como a nivel interamericano 

(Organización de Estados Americanos) y la adecuación de muchas legislaciones 

nacionales de esos Estados a los compromisos adquiridos a través de la ratificación de 

dichos instrumentos. 

Según Amnistía Internacional, al, 23 de noviembre del año 2000, un número de 

108 paises, más de la mitad de los paises del mundo, han abolido Ja pena de muerte en su 

legislación o en la práctica. De estos. 75 paises la han abolido para todos los delitos, 13 

para los delitos comunes sola-mente y  20 países son abolicionistas de tacto, ea decir, que a 

pesar de iener práviatri asta pena no la apiin, lJtl total de R7 p*laea carilinúan SOn4O 

rntOonistas cs decir, mantienen Vjftcnto y aplican Ix pena do muerte. ' (Vet areo) 

Esta impresión de aparente trinnfh del abolicioiiismo no es compartida pat 

SANDOVAL HUERTAS quien considera qte "pese a esa actitud teórica, al mínimo 

número de eecuciorics que se ctectian y a la falsa impresión provemonte de la gm 

dif\isión dada a aisladas actitudes abolicionistas en paises dominantes, la ¡mncnsa 

mayoría de los Estados conservan la pena de muerte en sus codificaciones corno un arma 

más en su lucha contra la criminalidad política, que en las naciones occidentales supone 

una radical oposición al sistema capitalista." 170 

''AMNES'TY INTERNATIONAL. Wbte Aginst the Dath Penalty.. hrp://www.webJmnsty.Órg 
170 SANDOVAL HUERTAS, Emirø. Qp. Cii.  p.209. 
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Y es que el concepto de abolición, definitivamente resulta ser un tanto complejo. 

En un Informe del Secretario de la Organización de Naciones Unidas en el año 1972, se 

determinó que "En sentido estricto abolición' indica que un país ha eliminado 

completamente la pena de muerte en sus leyes y, que en la práctica, no se llevan a cabo 

ejecuciones, no sÓlo en períodos normales sino incluso en momentos de crisis política 

cuando se suspenden las garantías constitucionales de los derechos civiles y normalmente 

se imponen estrictas medidas por razones de seguridad del Estado." 71  

Así, entonces conviene recordar que si bien algunos países corno Panamá no 

contemplan la pena capital dentro de su catálogo de sanciones penales y existe una 

previsión constitucional que la prohíbe en todo momento, sea en tiempo de paz o en 

tiempo de guerra, otros países la contemplan dentro del mareo permitido por los 

instrumentos internacionales de Derechos Humanos destinados a limitar su aplicación 

sólo a casos excepcionales, como son los casos de delitos graves o a situaciones 

particulares como es el caso de un estado de guerra. Muchos de ellos la aplican y 

ejecutar) en forma regular, sea en tiempo de paz y/o guerra y otros han dejado de aplicarla 

en el terreno fáctico pero manteniéndola en sus legislaciones internas para determinadas 

situaciones. 

No obstante lo anterior, debemos concluir que el triunfo actual del abolicionismo 

no radica fundamentalmente en el número de países que hayan optado por desterrarla de 

su arsenal punitivo y a su proscripción, porque es un hecho que una gran cantidad de 

países han optado por no abolirla, aún cuando de hecho no la apliquen, sino en la forma 

progresiva como los instrumentos internacionales han logrado limitar su aplicación y 

f" ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. Informe del Secretario GneraI, 1972. 
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evitar su restablecimiento en los paises que ya la han abolido. 

Por otra parte, no debe perderse de vista que el restablecimiento de la pena de 

muerte es una petición constante por parte de un sector importante de las sociedades, ya 

sea porque puede contribuir al mantenimiento de un status quo determinado como por 

situaciones derivadas del clamor vindicativo originado en la repulsa que en la sociedad 

ocasionan la forma de ejecución de ciertos delitos como el homicidio, el terrorismo o el 

genocidio. 

Así pues, corno bien expresa DELMAS SAINT-HILAIRE esta petición "se 

presenta sin duda como una reacción circunstancial y emocional frente a un doble delito 

especialmente odioso, pero también como reacción racional-, inspirada por la 

preocupación principal de evitar que el criminal reincida o cause nuevas vi ctima&" 72  

Y es aquí donde radica ci mérito de las convenciones y pactos internacionales de 

Drechos Humanos y en el cso de la l&sineiAn pnamo, do 1* ttduin 	ickmal 

ntada dedc 117 y que 	ha m-flcjado et iu,ics0s códigos v<Uyíilos, al erigirse corno 

obstáculos jurídicos ante una eventual y no rnerartwnlc hipótetica reimplantación de la 

pena de muerte, 

" DELMAS SAlNT-HILAllU, kan Pierre.'¿El ".-tableciynitntD de la pena de muerte? La repue del flemt'hn 
Penal francés.-  La Pcn&de Muerte en el Umbral  eJ  Tercer Milerno. p. 106, 
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CONCLUSIONES 



1 	Una de las primeras formas de reacción penal que se conoce es La pena de muerte, ya 

que nace prácticamente con el surgimiento de la sociedad. Es por ello que, uno de los 

problemas de más antigua vigencia en el Derecho Penal lo constituye la justificación 

de la pena de muerte y su aplicación Históricamente, lo que parece ser una discusión 

superada, resurge inesperadamente como consecuencia, principahnerite, de la 

comisión de determinados hechos violentos o que por sus especiales características, 

causan alarma entre los miembros de la sociedad. 

2. Los procedimientos utilizados inicialmente para la ejecución de la pena de muerte, 

implicaban un espectáculo público poco edificante, pues constituían verdaderos 

suplicios destinados a básicamente a aumentar el dolor al sujeto sancionado más que 

al cumplimiento propio de la sentencia, Superadas las demostraciones sanrientas los 

aeruales métodos de jjón tic la pena de muelle responden (1 una SUpuesta 

humanización de la pena de muerte, que en realidad w traduce solatnntc en una 

mcdicalización de la misma, ya que sólo sustituyen la figura del verdugo por la del 

médico, la enfermera o el especialista en salud. 

3 Clasificada dentro de las penas corporales, en la generalidad & los casos, la 

aplicación de la pena de muerte se restringe a casos específicos que revistan suma 

gravedad, por lo que, en no pocas ocasiones, se ha llegado a considerar una 

reminiscencia de la ancestral "ley del talión" (ojo por ojo, diente por diente). 
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4 Muchos son los argumentos a favor y en contra del mantenimiento de la pena capital 

en las diversas legislaciones, muchos de estos argumentos se fundamentan en los 

contenidos de las diversas teorías que intentan explicar la finalidad de la pena en 

general Así, quienes se declaran partidarios de ella, entre otros argumentos invocan 

su carácter retributivo, de manera que quien pretenda delinquir sepa que a dicha 

conducta corresponderá la más radical y grave de las sanciones, es decir, que la 

comisión de un delito capital se paga con el bien jurídico de mayor aprecio entre 

todos aquellos de los que dispone el ser humano: la vida. Igualmente, aluden al 

carácter intimidatorio de esta pena, con lo cual hacen referencia directa a las teoría 

relativas de la pena, específicamente al apectó de prevención general. 

5. Por su parte, quienes propugnan por la total abolición de la pena de muerte, alegan 

que la misma deja de lado el fin preventivo de la pena, tanto a nivel del propio 

individuo delincuente (prevención especial), como a nivel de la sociedad (prevención 

general), aparte atacar la indemostrahilidad científica del supuesto efecto 

intimidatorio de la pena de muerte que argumentan los retencionistas. 

6. Otras razones esgnmidas por los abolicionistas se centran, principalmente, en la 

irreparabilidad de los errores que pudieran derivarse de su aplicación. Esta 

irreparabilidad en el caso de la pena de muerte reviste una naturaleza especialisirna, 

toda vez que es absoluta y constituye un riesgo que no es aconsejable correr, sobre 

todo por la falibilidad de nuestros sistemas judiciales, los cuales pueden verse 

permeados por factores externos como pueden ser el desconocimiento o la impericia 
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en el manejo de aspectos fiindatneiitalcs corno la prueba, la falta de preparación del 

personal colaborador del sistema de administración de justicia y, en no pocas 

ocasiones, el manejo de la información relativa al caso por parte de los medios de 

comuncacíón. 

7. Nuestro pais no escapa a la poirnica relativa a la pena de muerte. En los últimos 

anos, el problema de la "necesidad de restablecimiento" de la pena de muerte ha 

resurgido inlennitentemente, ya sea ante la visión de un determinado delito que 

reviste especiales características que crean una cierta sensibilidad entre los integrantes 

de la sociedad, o como producto de presiones de grupos que se han convertido en 

víctimas de delitos violentos como el homicidio, la violación y el secuestro, 

8. Istas í'nes de tupn, aun.tL . 	rto crcad y  que se m.anifitan a travs de 

la iifc aeiói parciahad de la cahdadJUTUu y socinl PAIIgrnicla, h.ti llevado a 

que sectores de la sociedad panameña clamen por la aplicación de la pena de muerte 

como rcmcdo a la delincuencia, a través de la eliminación de los llamados 

"miembros podridos" de la sociedad. 

9. En Panamá se contempló la pena de muerte como sanción por la t;onzisióri de 

conductas perturbadoras del orden social, desde antes de la llegada de los españoles al 

Istmo panameño. En la época Colonial tuvo vigencia en virtud de la aplicación de 

normas del Derecho Indiano y del Derecho Peninsular regente en la metrópoli 

española. Fue durante ci periodo de nuestra unión a Colombia, en el cual fue más 



evidente la aplicación de la pena de muerte, debidn a las previsiones constitucionales 

y legales existentes en esta materia, muchas de las cales continuaron rigiéndonos 

aún después de consumada nuestra independencia de Colombia. Es por ello que 

resulta temerario afirmar que en Panamá nunca ha existido pena de muerte, cuando lo 

cierto es que los anales de nuestra Historia patria refljan la aplicación de la pena de 

muerte en las figuras de Vasco Nufiez de Balboa, Pedro Prestín y Victoriano 

Lorenzo, 

1.0. Con excepción de nuestra primera Constitución Política, Panamá mantiene una larga 

tradición abolicionista en materia constitucional, que se refleja en la regulación que la 

actual Carta Magna panamefla expresamente establece cuando en su artículo 30, 

prohibe, entre otras penas, Ja pena de muerte. Adicional a ello, la República de 

Panamá c.q ignataria de una serie dedeelafacione. pactos y 	Ic1OnC 

itcmacjonalcs. ubicadas tanto en el Sistemr Universa] de ?øtccei6n de lom Derechos 

Humanos de la Organización de Naciones Unidas (ONU), como en el Sistema 

Interamericano de Protección de los Derechos Humanos de la Organización de 

Estados Americanos (OEA). Entre los más importantes instrumentos suscritos y 

ratificados por nuestro país en esta materia se destacan la Declaración Universal de 

los Derechos dtl Hombre, la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 

Hornbre el Pacto de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana de 

Derechos Humanos mejor conocida corno Pacto d.c San José, 



RECOMENDACIONES 



Si bien sobre el terna objeto de la presente investigación conducente a la 

obtención del grado de Maestría, pareciese ser de aquellos en los cuates muy poco es lo 

que queda por decir o por aportar, nos permitimos formular como recomendación final 

que se propicie la divulgación de la normativa interna e internacional que en nuestro 

medio impide el restablecimiento de la pena de muerte corno sanción penal aplicable a 

cualquier clase de delito, con independencia de su gravedad, asi corno las 

inconveniencias que para cualquier sociedad que se diga civilizada acarrea el 

mantenimiento de esta sanción., incluyendo los peligros que se pueden derivar de su 

utilización como control social o político por parte del Estado. 

Se trata de una labor educativa que no sólo se debe enfocar desde la perspectiva 

de la existencia de hmitantes legales a la pretensión de reinstaurar esta pena en nuestro 

ordenamiento jurídico, pues sabido es que 11 silimiento de repulsa popular que se deriva 

de la atrocidad de ciertos delitos, pocas vecs permito comprender al ciudano ornin o 

incluso al que alguna formeciónjurídira po-see. cómo las leyes pueden clamar por el 

respeto al derecho a la vida de quien no ha tenido rnirmicnto alguno en privar a otro de 

la suya. 

Esta tarea reviste una mayor dimensión, ya que implica no solo destacar la 

verdadera función que debe cumplir actualmente cualquier pena para ser considerada tal, 

sino que el ius puníndi del 1stado no es ilimitado y, por ello, no puede pennitfrscle a él 

o a la sociedad que bajo él se organiza, legitimar para sí lo que en sus preceptos legales 

prohiben a quienes lo integran, ya que se estaría entonces frente a la legitimación de la 

violencia como forma de combatirla violencia. 
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ANEXOS 



ESTADO ACTUAL DE LA PENA DE MUERTE EN EL MUNDO 

país 
Abolicioníftas 	Abolicionistas Sólo Aboliciolaistias 
para todoç los 	para delitos Ke1eidónI*t*s 

dehtos 	 comunes 

de 

A 	hankn  
Albania  - 	1 	X 

Al  

AlIaiii X 	- - - 
Andorro X 
Aii X 
Ainti* y Barbuda 1 X 

Arabia Saudita 1 X 
Arentna 1 	X - 
Armenia 1 X 

Austraha X 
.Austna X 
Autoridad Nacional Palestina X 

Azerbaj in X 
,l3ahan,as X 

Bahrein X 
Wuigladc.sh  E X 
13ahado 1 - X 

flie -- X 

Rhun 
R!etúrrusaa 
Bolina X 

Brasil - 	- 
!n4ntlnrii X 

flu3iria X - - 
- 

x 
Cdta -. 

tc 
X -- - 

CoIombii 

cta de Ml X 
osta Rica 

Croacia X 
X 

__________ ______ x. 	- 
Chile 
China  
chipie X 

tnsnwc* X 
-. 

Dibouti  
X 

Ecuador X 	1 - - 
- X 

fl Salvador 1 	X 

103 



Ps 
Abolicionistas 	AlIdonistassIa'  

1 para todos los 	para delitos 
delitos 	 comunes 

Abolicionistas deRtoclnIsti 
hetbo 

Emiratos Ásabes Unidos X 

Eritrea X 

!oven1a X - 
España X - -- 
Estado Ciudad del Vaticano X - 
Estados Unidos de América X 

Estoma X 

Federación Lu X 

Pul x 
X 

1'in1aNh X 

Francia X 

Gabón X 

Gambia - 	X 

Gcoria X 

,Grecia X - 
(ihana - X 

tjrçtiz - X 

Gtitcm1. - 
Guinea -. 	X 

Gina-hii&u X 1 
X Gwlic* 1,euaionki 

Guyiiii X 

Haití X 

H&anda X 

HQAduras X 

Hiirnpa X 

Indio X 

1ndonsi. - X 

Irán x 
Irak X 

Irludio X 
Islandia X 
1açÇook X 
islas Marsl,all X -. 
Islas Salomón X 

Israel X 

Italia X 
Jamaica 1 X 

J.pJn 
Jordania 

- X - 
X 

Katar  X 

Kaakstán ____ X 

Kenya X 

Kiribati X 

Korca de] Norte X 

Korea del Sur X 
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- - 

País 
Abolicionistas 
para todos los 

delitos 

Abolicionistas sólo 
para delitos 

comunes 

Abolicionistas de 
hecha - - 

Retentlomist*-,q 

Kuwait X 
Kyrgystárt x 
Laos 

1 
x 

Lama 	 - X 
Lesotho 	-- x 
Líbano 	- -- X 
Libena X 
Libia X 
Liechtenstein X 
Lituania - -- 
Luxemburgo X - - - - 	- 
Macedonia (Antigua Rcpiillica 
Yugoslava) 

x 
Madagascar X 

Malawi X 

MaIiLsU X 

MaLlives X 

Mali X 

Malla X 

2s4amjcçu.5 X 

ijauíicio X -- 

Mauritania - 
México 

x 

x Micronesia (Estados 
Federados) 

1 - 
Mónaco X 

Mongolia X 

MozambiQu x - 
Myanmar X 

Namibia 
Nauru  
Nepal  
Nicaragua X_ 
Niger 
Nigeria 
Noniep X 
Nueva Zelandia X 
Omín  -- X 

Pakistán  

Palau X 
Pan8má X 
Paraguay X 
Papua Nueva Guinea X 

Peni X 

Polonia X - 
Portugal X 
Reino Unido -  X 
República Ccntroafncaria X 

República del Congo X 

República Democrática del 
Congo - 
Rcpibl ¡ea Chca X L - 
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País 
AboIkiuft. 
para todos lot 

delito. 

AbsIkIonItt2l IÓIG 

para deliro. 
comunes  

Abolícleallatu 
hecho Rttenctonit(u 

República Dominicana 	- 
,jepúbli ea Eslovaca 

- 	X 
X - 

República Fixirid de 
Yugoslavia 
Ruanda X 
R~a X 

Cnt6betyNvi. ,son - x 
San 	nno X 
San VicnreyGrndin* X 
Sarna Lucía X 
SaMOJA -  

Sto Torné yPrincipe X 
SICIneíol 

Seychelles X 
Sierra Leona X 
Siriepur 	 - x 
Sin* X 
Sornaha X 
Sri Lanka - X 
Suui1and. X 
Sudáfrica X 

- 
sueclá  - x 

- 
X 

Suizo -  X 
Srnaric X 
Tailandia 
taiwan _____ X 

X 
-- X 

1rncdncntti X 
X 

- X 

Trinidad y X 
Tu rusia 
Firkinrutn X 
Fu Fti[i x 
Iiiva[u 	 - X -- 

_LigartLI 	- 	-- 	- 
X 

X 
X 

Vaniaiu X 
- - - 

Vietnam X  
Venien -  X 
Ziimbia X 
bmbawe X 
Total 73 - 	13  2b 97 

Fuente 
AMNESTY INTERNATIONA11,  
Websfle Against the DMIII PnaIry 
http #wwwweb.ormelty un 
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